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EDITORIAL

Ante un Gobierno en ciernes
La actitud de la prensa directamente franquista ante el posible acuerdo 
de gobierno entre el PSOE y los partidos soberanistas catalanes es 
más que significativa. Junto con todas las instituciones reaccionarias del 
aparato de Estado (véanse los movimientos dentro del aparato judicial) 
se rasgan las vestiduras ante lo que llaman la “claudicación” de Pedro 
Sánchez. No hay que extrañarse por eso. El odio a todo progreso, por 
pequeño que sea, y a toda medida democrática es intrínseco a esas ins-
tituciones franquistas y a sus portavoces.

Sin embargo, aún quedan dudas, en el momento en que escribimos 
estas líneas, sobre un acuerdo definitivo. Acuerdo que se sitúa, en líneas 
generales, simplemente en reconocer que no se puede construir un futu-
ro de avances y de convivencia entre los pueblos del Estado aplicando 
las leyes represivas a quienes han actuado o se han movilizado por rei-
vindicaciones democráticas. Por eso es necesaria una amnistía sin con-
diciones.

La amnistía interesa a todos los trabajadores
de todos los pueblos del Estado
Pero eso, por más que pueda atenuar las tensiones, no soluciona la cues-
tión de fondo. Que no es otra que la cuestión que fue negada en la lla-
mada “transición”: que el pueblo catalán, y con él todos los pueblos que 
forman el Estado español, pueda decidir su futuro liberándose de la car-
ga de su pesada herencia franquista, que sigue en los hechos, controla 
las instituciones del Estado y se condensa en la persona e institución 
monárquica. Porque esas instituciones no solo buscan preservar sus pri-
vilegios heredados de la dictadura, sino que, por encima de todo, dan 
cobertura a la libertad de los capitalistas, de la banca, de los monopolios, 
de explotar a la clase obrera y de hundir en la miseria a todos los secto-
res populares, por medio de la inflación, producto pura y simplemente 
de la especulación. Como se gritaba en las calles en los tiempos del 15-
M “lo llaman democracia y no lo es”.

Pero, por mucho que el acuerdo disipe la posibilidad de un gobierno 
de los franquistas, no nos adherimos a ciegas –como no lo hacen millo-
nes de trabajadores-  a las propuestas que plantean los acuerdos sobre 
los que se quiere levantar el nuevo gobierno de Pedro Sánchez y Yolanda 
Díaz.

Conseguir la amnistía es un paso evidente, en primer lugar para los 
afectados, los miles de ciudadanos y ciudadanas catalanes (la inmensa 
mayoría, jóvenes) amenazados de juicio y condena. Y debe ser un paso 
para acabar con toda la legislación represiva empezando por la Ley 
Mordaza .que afecta entre otros a centenares de trabajadores.

Seamos claros: los acuerdos alcanzados hasta ahora para formar go-
bierno no resuelven automáticamente el conjunto de reivindicaciones 
pendientes, tanto sociales como económicas, no garantizan a la población 
trabajadora llegar a fin de mes, ni a los jóvenes acceder a una vivienda 
(para ello sería necesario garantizar un aumento de salarios y pensiones 
según el IPC real), ni permiten salvar la sanidad pública, en grave peligro, 
la enseñanza, los servicios públicos. Ni ponen fin al despilfarro de los 
gastos militares. Ni abren la perspectiva de acabar con los privilegios y 
abusos de la Iglesia católica, implantando la separación real de la Iglesia 
y el Estado, una cuestión de rabiosa actualidad tras la publicación de 
datos que hablan de más de 400.000 niños objeto de abusos Y en este 
sentido es preocupante el silencio de todas las fuerzas políticas al res-
pecto.

Se abre una nueva etapa, en la que el factor decisivo va a ser la acción 
y organización de la clase trabajadora, la lucha de clases. La formación 
del nuevo gobierno- cuya estabilidad, además, va a depender del bene-
plácito de algunas formaciones “nacionalistas” de derechas-  no es, en 
sí, una garantía suficiente. En esta nueva etapa, la necesidad de que las 
organizaciones de trabajadores, jóvenes, pensionistas mantengan su in-
dependencia en relación al gobierno es clave, para que sea posible apli-
car una máxima elemental: gobierne quien gobierne, las reivindicaciones 
y las conquistas se defienden.

¡Alto a los bombardeos!
¡Alto al bloqueo de Gaza!

No es una guerra,
es un genocidio
Desde el ataque de Hamás el 7 de octubre el Ejército 
sionista ataca y masacra por tierra mar y aire a la pobla-
ción palestina de Gaza, al tiempo que hostiga a la pobla-
ción del sur del Líbano y protege a los colonos que en 
Cisjordania expulsan de sus tierras a los palestinos. En 
Israel decenas de miles de trabajadores palestinos son 
despedidos.

El objetivo anunciado desde hace 75 años por el 
Estado de Israel de arrojar a todos los palestinos de su 
tierras, de aniquilarlos como pueblo, continúa. Y lo hace 
gracias al apoyo militar, financiero y diplomático del 
imperialismo estadounidense y de los Gobiernos euro-
peos, incluido el nuestro.

En todo el mundo se desarrollan manifestaciones y 
movilizaciones contra esta masacre, en particular entre 
una buena parte de la población judía de Estados Unidos.

Ningún partido, ninguna organización, ningún mili-
tante que diga defender la democracia y los derechos 
democráticos puede ser indiferente. Los mismos que si-
guen armando al oligarca Zelenski en su guerra contra la 
oligarquía de Putin, hablan del derecho de Israel -poten-
cia ocupante y colonizadora- a continuar la masacre. 

Es el imperialismo, en su política para saquear a los 
pueblos y explotar a los trabajadores, el que está detrás de 
esta barbarie, el que continúa y alimenta la guerra fratri-
cida que en Ucrania significa cientos de soldados muertos 
y que intenta exterminar a todo el pueblo palestino.

Es la hora de la movilización sin condiciones para 
parar la mano de los genocidas agresores y de sus cóm-
plices. Movilización que ayude a abrir la vía a un hori-
zonte de paz, de fraternidad entre todas la poblaciones 
sean del origen, religión o raza que sean.
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¡No al ataque de la OCDE al sistema público de pensiones de jubilación!
La OCDE es una de las organizacio-
nes supranacionales de las que se ha 
dotado el capital financiero interna-
cional para promover medidas fun-
cionales a sus propios intereses. El 
último informe que ha publicado 
sobre la economía española resulta 
muy ilustrativo: lejos de identificar 
los graves problemas que azotan a la 
mayoría de la población (deterioro 
del salario real del 5,3% durante 
2022 según datos de la misma orga-
nización, encarecimiento del crédito 
con el euribor anual por encima del 
4%, degradación de las condiciones 
laborales...) representa un compen-
dio de medidas para revitalizar la 
sacrosanta rentabilidad.

El informe pone el foco en las 
tensiones asociadas al aumento del 
endeudamiento público. Las reco-
mendaciones que lanza pasan por 
retirar las medidas que el actual 
Gobierno ha activado para aliviar el 
efecto de la inflación sobre los hoga-
res, por incrementar el IVA, así como 
algunos otros impuestos indirectos, y 
revisar algunas partidas del gasto pú-
blico. Conviene recordar que los im-
puestos indirectos como el IVA tienen 
un carácter regresivo al gravar a todos 
por igual sin tener en cuenta las dis-
tintas circunstancias personales de los 
contribuyentes, por lo que esta medi-
da ahondaría en la creciente desigual-
dad social. Más si cabe teniendo en 
cuenta las recomendaciones de la 

OCDE sobre la necesidad de acotar 
el gasto sanitario atendiendo al enve-
jecimiento de la población. Todo ello 
mientras que avala el repunte del gas-
to militar, partida que absorbió el 
alza más intensa en los últimos pre-
supuestos y que, desde julio, el 
Gobierno en funciones ha incremen-
tado en 16.500 millones más, reivin-
dica el alivio de la presión fiscal sobre 
el capital e insta a que el gasto públi-
co priorice aquellas partidas que per-
mitan potenciar el crecimiento eco-
nómico. El papel tan sesgado sobre la 
orientación que ha de tomar la inter-
vención estatal revela los intereses 
que defiende esta institución.

No obstante, es en el ámbito de 
las pensiones públicas de jubilación 
en el que el ataque contra las condi-
ciones de vida de la mayoría de la 
población se despliega en toda su 
magnitud. La OCDE ensalza las con-
trarreformas a las que se sometió al 
sistema durante los años más duros 
de la recesión, concretamente en 
2011 y 2013. De la primera de ellas 
realza el retraso gradual en la edad 
de retiro hasta los 67 años, medida 
que se terminará de implementar en 
2027. De la que puso en marcha el 
Gobierno de Rajoy enaltece la intro-
ducción del factor de sostenibilidad 
que vinculaba la edad de retiro con 
la esperanza de vida.

Gracias a la ejemplar lucha de los 
pensionistas durante los últimos años 

se consiguió tumbar la aplicación del 
factor de sostenibilidad así como 
blindar por ley el poder adquisitivo 
de las pensiones. Ambas medidas son 
criticadas por esta institución al con-
siderar que contribuyen a la insoste-
nibilidad del sistema. En primer lu-
gar, proclama la necesidad de acom-
pasar la edad de retiro con el avance 
de la esperanza de vida. El envejeci-
miento de la población ha sido el 
argumento utilizado recurrentemente 
para justificar la necesidad de am-
pliar la edad de retiro… sin tener en 
cuenta las posibilidades que abre el 
incremento de la productividad.

Pero no solo plantea volver al 
escenario anterior, definido por las 
contrarreformas mencionadas, sino 
que pretende ir más allá para endu-
recer el acceso a la prestación y re-
ducir su cuantía media. Por un lado, 
propone la ampliación del número 
mínimo de años requerido para ge-
nerar el derecho a recibir una pen-
sión contributiva (actualmente, se 
requiere un mínimo de 15 años para 
acceder a recibir esta prestación, que 
se corresponde con el 50% de la ba-
se reguladora). Por otro, exhorta al 
Gobierno español a que amplíe el 
número de años usado para el cóm-
puto de la pensión, hasta los últimos 
40 (prácticamente todos). Este es 
uno de los mecanismos que se ha 
utilizado durante las últimas décadas 
para reducir la cuantía media de la 

pensión. Hasta el año 1997 se usaban 
únicamente los últimos 8 años, en 
los que habitualmente el trabajador 
mantiene unos salarios más elevados 
como consecuencia de la acumula-
ción de complementos de antigüedad 
o del desarrollo de las carreras pro-
fesionales hacia puestos de mayor 
cualificación y responsabilidad. 
Pero desde ese momento, el periodo 
de cómputo se ha ido ampliando has-
ta los 25 actuales, lo que ha supues-
to una reducción significativa de la 
cuantía media.  

No es en el envejecimiento de la 
población sino en el conflicto laten-
te entre capital y trabajo sobre lo que 

se erigen las propuestas de la OCDE. 
Y en ese marco queda claro que la 
movilización social debe quedar en-
caminada a la protección y el refuer-
zo de las pensiones públicas que, a 
pesar de sus carencias, representan 
un valioso bastión del sistema de 
protección social. La exigencia de la 
realización de una auditoría pública 
de las cuentas de la Seguridad Social 
debería guiar esta lucha, ya que re-
velaría la inconsistencia de los ata-
ques basados en la supuesta insoste-
nibilidad del sistema.

Francisco Javier Murillo, 
Mario del Rosal ,

 Xabier Arrizabalo

La jura de Leonor de Borbón
Con mucho oropel y toda la solemnidad 
oficial, la princesa juró la Constitución. 
La Corona persigue una apariencia de 
«renovación» para darse continuidad a 
sí misma. Dice simbolizar la «unidad y 
la permanencia de España», pero los 
tiempos en que la Monarquía aparecía 
en todas las crónicas como garante de la 
«estabilidad», como el árbitro de la «de-
mocracia», ya pasaron; en realidad solo 
era una especie de velo tejido sobre la 
base de un consenso -estos días nos re-
cordaba la prensa que hasta HB acudía 
a las consultas del rey previas a la desig-
nación del presidente del Gobierno-, 
consenso que mantenía en lo esencial las 
instituciones franquistas encarnadas en 
el propio rey, hoy «emérito». Un rey al 
que nadie mencionó en la jura, el «cam-
pechano» que, parapetado en la impuni-
dad que le concede la Constitución, tuvo 
que abdicar para no profundizar más la 
crisis de la Monarquía.

Sin embargo, todo el montaje insti-
tucional, los discursos laudatorios y la 
palabrería oficial no han podido sacar de 
la escena que Felipe VI asumió sus fun-
ciones de jefe del Estado para lanzar a 
todas las instituciones a reprimir brutal-
mente a un pueblo, el catalán, que pre-
tendía ejercer su soberanía con un refe-
réndum. Fue un 3 de octubre. Y que esto, 
al menos para los franquistas, está en 
contradicción abierta con la ley de am-
nistía que negocia Pedro Sánchez para 
su investidura.

Todas las peroratas debieron señalar 
por ello la «inestabilidad» a la que está 

sometida la institución y la necesidad de 
«adaptarse a los nuevos tiempos». Mal 
lo tienen Felipe y Leonor.

Más de 50 diputados, representando 
el sentir de una parte creciente de los 
trabajadores y los pueblos de España, 
se negaron a acudir a esa farsa de legi-
timación. ERC, EH Bildu y BNG hicie-
ron público un comunicado conjunto 
con e l  t í tu lo  «Ni  monarquía ,  n i 
Constitución. Democracia. Libertad. 
Repúblicas», en el que explicaban su 
ausencia: no querían participar «en la 
legitimación de los privilegios de la 
Casa Real […] el enésimo intento de 
perpetuar una institución arcaica y opa-
ca como la monarquía, que ha ampara-
do sistemáticamente la corrupción y 
resulta contraria a los intereses popula-
res […]. La monarquía representa las 
élites frente a la mayoría; los privilegios 
frente a los derechos». Tan solo cuatro 
miembros de Sumar acudieron al acto 
en las Cortes, y tres miembros del 
Gobierno: Ione Belarra, Irene Montero 
y Alberto Garzón, tampoco: «para no 
legitimar un evento que busca blindar 
la Monarquía».

Malos tiempos para la Monarquía y 
los aparatos monárquicos que, sin em-
bargo, incluso si no hay una relación 
directa entre ambas cosas, dan la base 
social para construir una gran Alianza de 
los Trabajadores y los Pueblos en lucha 
por las reivindicaciones y las libertades, 
por la República, por la Unión de 
Repúblicas.

Blas Ortega

Sede de la OCDE en París

Amnistía, investidura, inestabilidad
Fracasado el intento del rey de que 
Núñez Feijóo fuera investido presi-
dente del Gobierno, solo cabía la 
posibilidad de que fuera designado 
Pedro Sánchez. Para recabar la ma-
yoría parlamentaria necesaria para 
ser investido, éste inició negociacio-
nes con los partidos nacionalistas, 
que reclaman una ley de amnistía 
para todos los procesados por el re-
feréndum de octubre de 2017. Pedro 
Sánchez, consciente de la crisis de 
la Monarquía, llega a un acuerdo 
con ERC -y parece que lo hará con 
Junts- con el que pretende garantizar 
la «convivencia democrática en 
Cataluña» y también la «estabilidad 
institucional».

La caverna franquista no está 
dispuesta a tolerarlo; inmediatamen-
te, Aznar, acompañado por Feijóo, 
durante la inauguración del Máster 
de Acción Política del Instituto de 
Estudios Atlánticos y la Universidad 
Francisco de Vitoria afirmó sobre la 
amnistía: «se pueden hacer muchas 
cosas menos una, inhibirse». Él no 
está dispuesto a callarse y «asumirá 
los riesgos». Dirigiéndose a los de-
más dijo: «el que pueda hablar, que 
hable; el que pueda hacer, que haga; 
cada uno, en su responsabilidad, tie-
ne que ser consciente de la situación 
de crisis en la que estamos».

En unas horas, ocho de los diez 
vocales nombrados por el PP en el 
Consejo General del Poder Judicial 
(CGPJ), que llevan 5 años con el 
nombramiento caducado, han pedi-
do un pleno extraordinario para pro-
nunciarse contra la amnistía, pero 
¿quiénes creen ser ellos? Se trata de 
un acto político que evidencia por 
qué el PP no quiere renovar el CGPJ, 
siempre puede ser utilizado contra 
el Gobierno y contra la democracia. 
Según ellos, el acuerdo por la am-
nistía a los procesados por el 1-O, 
supone la «abolición del Estado de 
derecho». El franquismo impregna 
todas las instituciones y la posición 
expresada por estos jueces franquis-
tas supone «un llamamiento a un 
golpe de Estado cívico-militar […] 
de forma calculada emiten un men-
saje a otras instituciones del Estado», 

en opinión de Enric Juliana (La 
Vanguardia).

La incompatibilidad entre fran-
quismo y democracia es cada día 
más meridiana. Ante los intentos de 
la caverna franquista de terminar con 
los derechos y las libertades, que 
consideran ilegítimo cualquier go-

bierno que no sea el suyo, solo nos 
queda agruparnos masivamente para 
la resistencia, y hacerlo con plena 
independencia de quienes pretenden 
conciliar las instituciones heredadas 
del franquismo con las libertades, 
con la democracia.

BO

Santos Cerdán (PSOE) se reúne con Puigdemont (Junts)

Bolaños (PSOE) se reúne con Junqueras (ERC)

La derecha mediática afila los cuchillos
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Se multiplican los ataques en la industria
Los ataques al empleo se multiplican por todas par-
tes. El plan de la UE se concreta en deslocalizar y 
destruir empleos, la excusa de la defensa del 
medioambiente lleva a la paralización del sector de 
la automoción. Todas las promesas se han vuelto 
falsas. Los dirigentes sindicales aceptan reducciones 
de las condiciones de trabajo a cambio de promesas 
futuras que cuando llega el momento no se cumplen. 
El ejemplo más claro es Ford en Valencia, pero tam-

bién sucede en otras empresas. Ahora empiezan a 
reconocer que el plan de los automóviles eléctricos 
quizás no era adecuado.

Al mismo tiempo la acción coordinada del BCE 
y la UE paraliza la economía. La UE exige recortes 
a los Estados miembros. El BCE sube una vez tras 
otra los tipos de interés para lo que dicen eufemís-
ticamente “enfriar la economía”. El resultado es la 
recesión. A esto se unen las consecuencias de la gue-

rra de Ucrania que solo interesa a los EEUU y a las 
multinacionales. Conclusión: caída de la producción 
y las ventas. Lo sufren muchas empresas. En esta 
página podemos ver el ejemplo de John Deere. 
También Alcoa y Schneider son ejemplos de estos 
ataques. Pero también de la resistencia que se da en 
la industria. Cada vez es más necesaria la reunión 
de trabajadores y sindicalistas que prepara el 
Comité en Defensa de la Industria.

John Deere: baja un 24% su producción en 2024

La dirección de John Deere Ibérica 
comunica al comité de empresa que los 
pedidos para 2024 bajan un 27%. 
Ibérica fabrica componentes para las 
grandes fábricas de cosechadoras de la 
compañía. Mientras los pedidos para 
la fábrica de Harvester en Estados 
U n i d o s  s e  m a n t i e n e n ,  l o s  d e 
Zweibrucken (Alemania), por los efec-
tos de la guerra en Ucrania, y los de 
Horizontina (Brasil), por la subida de 
los tipos de interés, bajan casi a la mi-
tad. La bajada de los precios del grano 
influye bastante a todos.

La dirección planteó que necesita 
adecuar la capacidad de producción a 
la demanda de pedidos y dijo que si 
seguían bajando los pedidos no nece-
sitaría llamar a los 94 trabajadores fijos 
discontinuos que llevan dos años vi-
niendo a trabajar en cada ejercicio du-
rante seis meses. La empresa, hasta 
ahora, aún no ha iniciado ninguna ne-
gociación formal sobre cómo afrontar 
esta situación, pero si ha ido soltando 
rumores sobre posibles desplazamien-
tos de jornada o ERTE.

A propósito de la situación de pro-
ducción, CCOO ya ha planteado a la 
empresa que debe ampliar la oferta 
abierta de formación del año 2023, 
hasta 80 horas de cursos y lo mismo 
con la oferta del año 2024, de manera 
que, en la práctica, tengamos todos los 
trabajadores 4 semanas de formación 
(160 horas), dentro del horario de tra-
bajo. De este modo se destinaría un 
10% de la jornada anual a formación 
y se reduciría así el inventario sin ade-
lantar más producción. Sabemos que 
tenemos la producción hecha de varios 
modelos para varias semanas y para 
varios meses en algún caso. Nuestra 
jornada anual es de 1.640 horas (205 
días de 8 horas). Ya tenemos derecho 
todos los trabajadores por convenio a 
realizar 40 horas de formación cada 
año. No siempre se hace y son volun-
tarias. Se trata de reforzar este instru-
mento durante este año ante la situa-
ción de los pedidos, que, por otro lado, 
ante cualquier nuevo vaivén del mer-
cado, también podrían de repente re-
puntar a mitad de año.

CCOO sigue insistiendo ante la di-
rección y el resto del comité de empre-
sa que debe negociarse el punto acor-
dado en el convenio para realizar un 
acuerdo de empleo y relevo basado en 
la legislación española de la jubilación 
parcial con contrato de relevo en la in-
dustria manufacturera. De esta manera, 
entre 2023 y 2030 podrían jubilarse 
parcialmente con 61 años más de 100 
personas y ser sustituidas por 100 rele-
vistas indefinidos a jornada completa 
provenientes del listado de la bolsa de 
especialistas del año 2021.

Se da la circunstancia de que veni-
mos de tres años muy buenos de pro-
ducción y el año fiscal 2023 se cierra 
con un récord de beneficios. La com-
pañía estimó que este año alcanzará los 
9.000 millones de dólares de beneficio. 
Unos 1.250 millones más de los que 
preveía al empezar el año. La paga de 
participación en los beneficios que re-
cibiremos los trabajadores este año 
será la más alta de la historia. CCOO 
estima que superará el 9% del salario 
bruto del año anterior.

Para la sección sindical de CCOO, 
se debe afrontar esta situación desde el 
punto de vista de la negociación y el 
máximo acuerdo de todas las partes y 
siempre garantizando los puestos de 
trabajo y las condiciones laborales del 
convenio. Para CCOO es fundamental 
presentar y explicar las diferentes op-
ciones que puedan presentarse desde 
la dirección, ante las asambleas de tra-
bajadores, para que se pueda debatir y 
decidir entre toda la plantilla qué debe 
plantear el comité de empresa, que es-
tá formado por 11 delegados de UGT, 
9 de CCOO y 3 de USO.

Pablo García Cano, sindicalista 
de CCOO en John Deere

Planta de John Deere en Getafe

Schneider Griñón: vuelven las 
movilizaciones en defensa del empleo
La empresa Schneider es una multi-
nacional presente en multitud de 
países y con muchos miles de traba-
jadores. Utiliza la competencia entre 
centros para llevar la producción de 
un centro a otro según sus intereses. 
Aunque, como en el caso de la fábri-
ca de Griñón, sea rentable y eficien-
te.

Hasta ahora la lucha de los tra-
bajadores ha conseguido retrasar 
varios de los planes de la empresa, 
pero ante la falta de garantía de em-
pleo el comité de empresa ha decidi-
do convocar diversas huelgas y una 
manifestación en Madrid.

Los trabajadores denuncian que 
la reunión que celebraron con la di-
rección de Schneider Electric 
Ibérica el pasado 25 de noviembre 
y la mediación que se celebró el 
martes 31 de noviembre en el 
Instituto Regional de Mediación y 

Arbitraje de la Comunidad de 
Madrid fueron un engaño.  

Señalan “la absoluta falta de 
compromiso hacia nuestro centro de 
trabajo y sus trabajadores /as, a la 
que sumamos la ignominia de llevar 
dos años engañándonos con falsas 
esperanzas de proyectos que nunca 
se han materializado. Queda consta-
tado que la Dirección de Schneider 
Electric sigue sin apostar por un plan 
industrial que garantice la carga de 
trabajo con proyectos a medio y lar-
go plazo y da por concluída la des-
localización de nuestra principal lí-
nea de producción que supone el 
despido de 87 trabajadores, práctica-
mente el 50% de la plantilla.

Ante la falta de compromiso han 
decidido la convocatoria de cuatro 
jornadas de huelga de 24 horas, el 
primer día el 8 de noviembre. Ese día 
se aprovechará para hacer una mani-

festación a las 11:00 de la ma-
ñana desde la estación de 
Atocha hasta la Asamblea de 
Madrid. Nuevas jornadas de 
huelga tendrán lugar el 10 de 
noviembre, 17 de noviembre y 
24 de noviembre, en las que 
estarán de piquete frente a la 
puerta del centro de trabajo. 
Llamamos a acompañar a los 
trabajadores de Schneider en 
estas movilizaciones.

Corresponsal

¿Qué subidas para el SMI?
Con respecto al salario mínimo, el 
acuerdo de gobierno del PSOE y 
SUMAR dice lo siguiente: “El SMI 
seguirá creciendo a lo largo de la 
legislatura para asegurar su poder 
adquisitivo, garantizándose en el 
Estatuto de los Trabajadores que 
aumentará acompasado al 60% del 
salario medio”. 

¿Qué traducción práctica tiene 
esto? Hay que tener en cuenta que 
según ADECCO, el salario medio 
mensual de los españoles se situó 
el pasado año en 1.822 euros. Y 
este año, se calcula una subida me-
dia del 3,5% en los salarios. De ser 
así,  el salario medio subiría a 
1.885,77. Y el 60%  de esa canti-

dad serían 1.131, 46, es decir, 51 
euros más que el SMI actual, que 
está en 1080 €.

Por tanto, el acuerdo de gobier-
no supondría una subida del 4,7% 
del SMI, lo que implica poner fin a 
la época de grandes subidas del SMI 
e ir a incrementos mucho más mo-
destos. Recordemos que en 2019 el 
SMI subió un 22,3%, en 2020 un 
5,6%, en 2021 un 1,6%, en 2022 el 
3,6%, y en 2023 un 8%.

¿Un salario mínimo suficiente?
Lo que dice el acuerdo PSOE-
SUMAR sobre el SMI es simple-
mente la aplicación de la Carta 
Social Europea, que establece que 

el SMI tiene que ser el 60% del sa-
lario medio. Ahora bien, lo que hay 
que preguntarse es si esa cantidad 
permite vivir dignamente. 

Por ejemplo, el precio medio de 
una vivienda de alquiler en España 
se sitúa en torno los 1.162€ men-
suales en 2023 (1.773€ en Madrid, 
1.809€ en Barcelona, 1.902€ en 
Málaga y 2.479€ en Baleares) 

Teniendo en cuenta que el pre-
cio en diciembre de 2022 era de 
11,03 euros/ m2 al mes, para una 
vivienda de 60 m2 sería 662 euros, 
o sea, casi un 60% del hipotético 
SMI de 1.131€  (900€ o más en 
Madrid y Barcelona, más de 1.200 
en Baleares). Si sumamos el coste 
de los desplazamientos para traba-
jar, de los suministros de agua y luz, 
sobrevivir con el SMI requiere una 
habilidad de control de gastos más 
propia de un premio nobel de eco-
nomía que de un trabajador de a pie. 

La cuestión de la precariedad
Para los casi tres millones de ocu-
pados que trabajan a jornada par-
cial, más de dos millones de ellos 
mujeres, el SMI es absolutamente 
insuficiente. Como lo es para el más 
de un millón de fijos discontinuos, 
que según las estadísticas cobran un 
30% menos de media que los fijos. 

Héctor Lagar

Tubacex: siguen los juicios
Los juicios contra los trabajadores 
y vecinos que apoyaron las movi-
lizaciones en 2021, siguen pen-
dientes tras varios retrasos.  Los 
próximos tendrán lugar el 10 de 
noviembre y el 11 de diciembre en 
los juzgados de Vitoria-Gasteiz. La 
buena noticia es que las peticiones 
más altas de condena se han mode-
rado. Pero aún continúa la crimi-
nalización de las luchas y la resis-
tencia de los denunciados. Pedimos 
que se continúen enviando comu-
nicados de apoyo que desde el 
Comité en Defensa de la Industria 
nos encargaremos de enviar.
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Alcoa: baja la demanda de aluminio
La política europea y la falta de apo-
yo a la industria son las causas de la 
caída de la demanda de aluminio en 
más del 25%. Esta situación y la ne-
cesidad de producir con poco margen 
está ocasionando pérdidas en la fac-
toría que ahora produce alumi-
nio a partir de chatarra hasta 
que en enero empiecen a fun-
cionar las nuevas instalaciones 
que podrán trabajar directa-
mente con aluminio líquido.

El caso es que ahora la fun-
dición está parada, empezará a 
mediados de noviembre. Se ha 
valorado si denunciar esta para-
da pero se ha concluido que es 
más peligroso romper el acuer-
do que denunciarlo ya que gra-
cias al acuerdo alcanzado en su 
día hay garantía de empleo has-

ta 2027. Pero qué duda cabe que la 
ausencia de la implicación del 
Gobierno en el sector industrial deja 
en manos de la especulación el futu-
ro industrial.

Corresponsal
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SANIDAD

En esta página podemos comprobar que el des-
mantelamiento de la sanidad pública sigue su 
curso acelerado, que solo la resistencia y la mo-
vilización masiva pueden evitarlo. Los sindica-

tos tienen una responsabilidad ineludible en 
esto; los trabajadores y la población se pregun-
tan por qué amagan y no movilizan poniendo 
toda la carne en el asador. ¿Esperan a que un 

futuro Gobierno de los que lloran lágrimas de 
cocodrilo ante el genocidio palestino y el bom-
bardeo de hospitales y centros de salud en Gaza 
defienda la sanidad pública aquí?

Gestión pública de la sanidad valenciana

¡Luchando se vence!

Tras el cambio de gobierno en la 
Generalitat Valenciana del Botànic a la 
coalición PP-VOX, el pasado 20 de 
octubre el nuevo conseller de Sanitat 
sorprendió a la opinión pública prome-
tiendo asumir la gestión directa de los 
Departamentos de Salud de Manises y 
Denia. Decisión que, según hemos ido 
sabiendo, salió de una reunión mante-
nida por el conseller Marciano Gómez 
y el presidente Carlos Mazón con el 
principal accionista y gerente del 
Grupo Ribera, Alberto de Rosa, encar-
gado de la gestión privada de varios 
hospitales públicos valencianos y que 
aspiraba a seguir con la concesión cin-
co años más.

Los motivos para no mantener la 
gestión privada de estos hospitales no 
pueden ser muy distintos de los que 
llevaron al anterior gobierno socialis-
t a  a  r e cupe ra r  e l  Hosp i t a l  de 
Torrevieja, y a no crear una Empresa 
Pública de Salud, que todos entendían 
que era la privatización de la sanidad: 
fue el rechazo masivo de los alcaldes, 
de los sindicatos, de los sanitarios y 
de la población a que se prorrogaran 
las concesiones. Ahora, como enton-
ces, con el nuevo gobierno del PP la 
estrategia de aplazar esta decisión 
supeditándola a una previa auditoría 

ha sido de nuevo superada por «el cli-
ma social y laboral generado en los 
depar tamentos» de  Denia  y  de 
Manises. Es decir, en definitiva, por 
la respuesta de los trabajadores y de 
sus sindicatos, así como de los ciuda-
danos y ciudadanas.

Otro factor favorable a la rever-
sión ha sido el de la «seguridad jurí-
dica», concepto tras el que se escon-
den los beneficios de las empresas 
concesionarias, pero también sus im-
pagos.  Porque,  según la  actual 
Consejería de Sanidad, Ribera Salud 
adeuda a la Generalitat, de los 4 hos-
pitales que ha venido gestionando, un 
total de 278 millones de euros (al ha-
ber atendido pacientes privados en las 
mismos y por la diferencia entre lo 
anticipado por la Consejería según el 
número de tarjetas sanitarias cubiertas 
y la atención realizada efectivamen-
te), solo hasta 2020. Y Sanitas, que 
gestiona el Hospital de Manises, 
adeuda 373 millones de los años 2009 
a 2016. En total, más de 640 millones. 
Con estos números, incompletos (hay 
que añadir las deudas hasta 2023) se 
comprende mejor la anuencia o no 

beligerancia de estas empresas con 
respecto a la reversión pública. 

Una reversión que cuenta con excep-
ciones y “trampas”, por así decirlo. Pues, 
según el comunicado de Sanidad anun-
ciando estas reversiones, el Departamento 
de Salud Elche-Vinalopó seguirá en ma-
nos de Ribera Salud otros 7 años. Ante 
lo que la Plataforma de Defensa de la 
Sanidad Pública del País Valenciano in-
siste en que se tenga en cuenta la «efi-
ciencia social» en el momento de su re-
versión, mientras que la UGT manifies-
ta directamente estar en contra.

Por otra parte, también hay que 
tener en cuenta que, como ya ha anun-
ciado la Consejería, en todos los hos-
pitales (de gestión pública o privada) 
se van a entregar a otras empresas los 
servicios de lavandería, limpieza, 
mantenimiento de equipos e infraes-
tructuras, logística, seguridad, ali-
mentación de pacientes, gases medi-
cinales, electricidad o gas. En suma, 
que de un modo u otro se privatizará 
todo lo privatizable de un hospital.

En efecto, no es casual que tanto los 
alcaldes del Departamento de Denia 
como los del de Manises hayan avisado 
de que «realizarán un seguimiento de-
tallado de las reversiones públicas, 
mientras que la alcaldesa de Quart de 
Poblet especificó que la clave de estos 
procesos «va a estar en qué servicios se 
mantienen privatizados. Ahí es donde 
está el verdadero beneficio económico 
para las empresas privadas». 

En suma, si la movilización de los 
trabajadores y de la población, con los 
sindicatos y los representantes muni-
cipales ha sido lo decisivo en Denia y 
Manises ¿por qué permanecer a la es-
pera? ¡Basta ya de privatizaciones, 
creación de todos los puestos necesa-
rios para dar una asistencia de calidad, 
sin demoras! ¡Que Ribera Salud y 
Sanitas paguen todo lo que deben!

Blas Ortega

Nuevas movilizaciones en Andalucía
en defensa de la sanidad pública
Los recortes de 2010-2017, inicia-
dos bajo el gobierno de coalición 
del PSOE e Izquierda Unida, y la 
pandemia dejaron a la sanidad an-
daluza en una situación catastrófi-
ca. Bajo el gobierno de Moreno 
Bonilla podemos decir que el pro-
pio sistema está en peligro.

Conseguir una cita en el Centro 
de Salud se ha convertido en una 
proeza. Por teléfono o por la web, 
es imposible conseguirla antes de 
15 días. Si quieres una cita en el día 
has de hacer cola ante la puerta del 
Centro de Salud desde las 7 de la 
mañana hasta que abre a las 8. A 
las 8:10 ya no quedan citas. 

S e g ú n  u n  e s t u d i o  d e  l a 
Federación de Sanidad de CCOO, 
más de un millón de andaluces es-

tán en lista de espera para ser aten-
didos por un especialista, hacerse 
una prueba o ser operados. Y al mis-
mo tiempo, los fondos para quitar 
lista de espera por las tardes se han 
agotado y el número de consultas  de 
tarde se reduce a la mitad. Y la reno-
vación de los 12.000 profesionales 
c o n s i d e r a d o s  p o r  l a  J u n t a  d e 
Andalucía “contratos COVID” (pero, 
de hecho, imprescindibles para el 
normal funcionamiento de los cen-
tros sanitarios) está en el aire.

En esta situación, las Mareas 
Blancas han convocado movilizacio-
nes en todas las capitales andaluzas 
(y en algunas otras localidades, como 
Motril). Decenas de miles de personas 
han participado en ellas. 
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28 de octubre: manifestación en Granada en defensa de la sanidad pública

No nos olvidamos de defender
la salud pública ni la dependencia
Los acontecimientos se suceden a 
velocidad de vértigo: investidura, 
amnistía, Palestina…, pero no so-
lo en el ámbito internacional o 
estatal, también en lo local: tala 
de arbolado, concesión de meda-
llas de deshonor, etc.

Todo esto supone un riesgo de 
perder de vista cuestiones funda-
mentales como la defensa de las 
pensiones públicas, la situación 
de nuestros mayores en las resi-
dencias y/o la defensa de la sani-
dad pública.

El movimiento de pensionis-
tas ha vuelto a salir a la calle, el 
28 de octubre, de manera multi-
tudinaria,  recordando que el 
Gobierno no ha cumplido con el 
encargo de la auditoría a las 
cuentas de la Seguridad Social 
que está comprometido en la Ley 
21/2021. La Marea de Residencias 
prepara una gran manifestación 
para el  26 de noviembre,  en 
Madrid, para continuar exigiendo 
que pare el proceso de privatiza-
ción de la red de residencias pú-
blicas en todo el Estado, un pro-
ceso por el que se está acentuan-
do el deterioro de la alimenta-
ción, la atención y el servicio en 
general, motivado por las necesi-
dades de beneficio de las empre-
sas propietarios y/o gestoras de 
las residencias.

La defensa de la salud públi-
ca, tanto la atención primaria co-
mo la hospitalaria, caló en la so-

ciedad, sobre todo en Madrid, 
plasmándose en las macro mani-
festaciones que tuvieron lugar el 
13 de noviembre de 2022 y el 12 
de febrero de 2023. Me consta que 
el espacio de Vecinas y Vecinos 
de Barrios y Pueblos de Madrid 
está trabajando por encontrar la 
fecha más idónea para promover 
una nueva manifestación.

Pero la destrucción de la sani-
dad pública, por la vía de la pri-
vatización y la descapitalización 
en los presupuestos públicos, no 
e s  s o l o  u n  p r o b l e m a  e n  l a 
C o m u n i d a d  d e  M a d r i d .  E n 
Andalucía, en Extremadura, en 
Cantabria, en País Valenciano, en 
Euskadi, y en otros territorios, 
también la mayoría social está por 
la labor de movilizarse en favor 
de su sistema público sanitario.

El problema es que las gran-
des organizaciones políticas y los 
grandes sindicatos de clase pare-
cen estar al margen de este cla-
mor, no se emplean a fondo en 
esta lucha, se limitan a frasear en 
positivo y poco más.

Hay que buscar la unidad, a 
todos los niveles, en la defensa de 
estas reivindicaciones, priorizan-
do en los pilares básicos del 
Estado de bienestar: sanidad, edu-
cación, pensiones y dependencia.

Roberto Tornamira,
miembro de la Coordinadora 

Estatal del CATP

Gaza: guerra contra los centros de salud y los hospitales
Nathalie Boucly, directora de la Agencia de la ONU para 
los Refugiados Palestinos, explica que de los 22 centros de 
salud de UNRWA en Gaza, sólo “ocho siguen funcionando”.

El doctor Mahmoud Ali, del hospital Khan Younes, 
declaró que sus pacientes habituales ya no podían ser tra-
tados. Las camas están reservadas para los heridos por los 
bombardeos. “Es difícil encontrar analgésicos para estos 
pacientes, especialmente los intravenosos”.

Un periodista escribía: “Estamos en el Hospital de los 
Mártires de Al Aqsa. (…)  No hay conexión, no hay wifi, 
estamos aislados de todo. La gente no puede llamar a am-
bulancias ni a protección civil. Estamos siendo bombar-
deados de una manera sin precedentes”. 

El portavoz de la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) declaraba a Al Jazeera que cientos de heridos en 
Gaza están siendo operados sin anestesia.

Se ha contabilizado la muerte de 105 médicos, enfer-
meras y conductores de ambulancias como resultado de 
los bombardeos. 12 hospitales y 32 clínicas están fuera de 
servicio. Se estima que el 40% de las viviendas de la Franja 
de Gaza son ahora inhabitables. 

La OMS ha registrado 200 ataques contra los servicios 
de salud en los territorios palestinos desde el 7 de octubre, 
dos hospitales de Gaza, incluido el Hospital Al-Quds, que 
alberga a miles de personas, han sido bombardeados. 

Todo esto no ocurre sólo sobre el norte de Gaza, que el 
Ejército israelí ha ordenado evacuar. El 40% de las víctimas 
palestinas proceden de la parte meridional de la Franja.

(Revista de prensa)

El Gobierno vasco PNV-PSOE declara
la guerra a los servicios públicos
No solo privatizan amenazando con des-
mantelar los servicios públicos sino que 
provocan la inteligencia de la población 
acusando a los huelguistas del 25 de oc-
tubre y a los manifestantes de obedecer 
a intereses ajenos.

Lo cierto es que todos los principales 
sindicatos han convocado dos jornadas 
de huelga, la primera con gran éxito en 
todos los sectores, menos en Osakidetza 

(Servicio Vasco de Salud)  donde cada 
vez más se niega el derecho a huelga con 
servicios mínimos del 100%.

No casualmente la única excepción 
en dichas convocatorias sindicales ha 
sido UGT, cuyos lazos con la política 
destructiva de servicios públicos PSOE 
en sus pactos con el PNV al parecer to-
davía no han sido suficientemente des-
gastados.

De todas formas, dada la gravedad 
de la situación y la previsión de un ma-
yor nivel de enfrentamiento de los tra-
bajadores públicos y de gran parte de la 
población con la mayoría parlamentaria 
en nombre de la cual actúa el gobierno 
autonómico es necesario reflexionar: 

¿Se debe mantener la estrategia sin-
dical de jornadas de lucha esporádicas, 
en muchos casos sin continuidad? 
Quizás la respuesta deba orientarse ha-
cia una movilización general, caiga 
quien caiga y gobierne quien gobierne. 
Antes de que sea tarde.

Tasio Abarca (Pais Vasco)

Lee en nuestra web una versión extendida de este artículo:
http://informacionobrera.org/privatizaciones-en-la-sanidad-valenciana/
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ENSEÑANZA/JUVENTUD

La juventud a la cabeza
en defensa del pueblo palestino
Las grandes capitales de Europa han 
llenado las calles con miles de per-
sonas en solidaridad con la resisten-
cia del pueblo palestino ante la ma-
sacre perpetrada por el Estado de 
Israel. Aquí, en el Estado español, no 
ha sido diferente, las principales ciu-
dades han exigido al Gobierno rom-
per relaciones con Israel y posicio-
narse en favor del pueblo palestino. 
En estas manifestaciones si algo se 
ha podido percibir es que, en primer 
lugar, la juventud ha sido el principal 
componente de la masa junto con las 
mujeres árabes y, en segundo lugar, 
que estos mismos mostraban la cara 
más combativa de las movilizacio-
nes. No es secundaria esta aprecia-
ción, en muchas ocasiones se ha ob-
servado cómo la cabeza de una mo-
vilización estaba seleccionada a 
conciencia para dar una imagen de 
igualdad y diversidad, en esta oca-
sión, la composición de la cabeza de 
las movilizaciones ha sido totalmen-
te natural, como decía, mujeres jóve-
nes y árabes.

Esta ola movilizadora no surge de 
la noche a la mañana, incluso no sur-

ge por el conflicto en Palestina como 
único factor, aun siendo principal. 
También es necesario comprender 
como la juventud acoge y se sensibi-
liza con la lucha del pueblo palestino 
en contra de las instituciones del 
Estado español y la Unión Europea, 
cómplices y colaboradores del geno-
cidio, pero a su vez, causantes de la 
miseria la juventud trabajadora de 
nuestro país. 

Determinante es también que, en 
diferentes centros de estudio, los es-
tudiantes se alcen y pongan el grito 
en el cielo en favor de la causa pales-
tina. En la Universidad de Barcelona, 
diferentes facultades están impulsan-
do comités en solidaridad con el pue-
blo palestino donde piden el fin de 
las relaciones de la institución uni-
versitaria con el Estado de Israel. 
También, en esta situación, desde los 
comités se está haciendo una demos-
tración impecable de concienciar a 
los compañeros, ante el silencio de la 
administración universitaria. Una vez 
más, en los centros de estudio donde 
el debate y la verdad deben ser la 
principal virtud de estos, somos los 

estudiantes organizados los que lle-
vamos esta tarea con todo nuestro 
esfuerzo. La demostración del jueves 
26 en Barcelona es solo el principio, 
miles de estudiantes vaciamos las 
aulas para decir bien alto: ¡basta de 
genocidio! ¡Israel asesina y Europa 
patrocina! 

Se esperan más movilizaciones 
para los próximos días y semanas, 
desde los centros de estudio tenemos 
que poner todo nuestro empeño, no 
solo para que los estudiantes nos or-
ganicemos, sino para que toda la co-
munidad universitaria salgamos en 
unidad a denunciar al Estado genoci-
da de Israel y la complicidad de nues-
tro Gobierno. Es nuestro deber como 
jóvenes, no podemos construir un 
futuro de paz y prosperidad en nues-
tro país si hacemos oídos sordos de 
la masacre del pueblo palestino. No 
podremos romper con este régimen 
que impide el bienestar y el progreso 
de la juventud trabajadora, si no 
construimos una organización juvenil 
sobre las bases del internacionalismo 
proletario.

Víctor Iniesta

Alto al acoso policial

Coincidiendo con el ataque despia-
dado de Israel a la Franja de Gaza, 
se han disparado los controles poli-
ciales a la población. No son contro-
les indiscriminados. Son controles a 
jóvenes sobre todo y a quienes se 
identifiquen por su indumentaria con 
la causa palestina. En Parla un dis-
positivo policial desmesurado llevó 
a controlar a varios jóvenes ponién-
dolos contra la pared, registrándoles, 
quitándoles la ropa e interrogándo-
les juntos y por separado. Parece que 
algún fascista les vio con los pañue-
los palestinos cuando iban a una  
manifestación a Madrid.  La policía 
les dejo en libertad aludiendo a ex-
cusas infantiles de su intervención. 
Porque no es la primera vez. Son 
continuos los controles que se diri-
gen siempre a inmigrantes (negros 
árabes, latinos) o recientemente a 
quienes se solidarizan con Palestina.

El ministro Marlaska ha pedido 
comprensión a los grupos parlamenta-
rios al informarles de las medidas an-
titerroristas que se están tomando. 
Identificando nuevamente terrorismo y 
lucha contra el sionismo. 

Al acosar a los jóvenes lo único 
que buscan es amedrentar a este sector 
de la población para que no se impli-
que.

Hay que recordar que la llamada 
Ley Mordaza impuesta por el Gobierno 
de Rajoy para favorecer la impunidad 
policial sigue en vigor a pesar de la 
promesa del Gobierno de coalición de 
derogarla.

Hay que exigir su derogación ya. 
El cese del acoso policial a jóvenes e 
inmigrantes fundamentalmente y el 
respeto a las libertades por las que tan-
to se ha luchado en nuestro país. 

Nos dirigimos a todas las fuerzas 
políticas democráticas a las institu-

ciones, a los sindicatos 
para que se opongan a 
estas prácticas antide-
mocráticas.

Además, estas prác-
ticas desmovilizan a la 
juventud haciendo que 
teman o vean con ma-
los ojos el luchar por 
sus derechos, porque va 
en contra del “orden”. 
Esto es un método del 
aparato estatal y capita-

lista para desmotivar a la juventud y 
mostrarles como han de comportarse 
para mantener el sistema actual. Los 
jóvenes que fueron detenidos en la 
calle de su barrio creen que es su lu-
cha y no son en absoluto responsa-
bles de tal suceso porque no genera-
ron ningún caos ni problema, ya que 
les pararon, marchando hacia el 
transporte público, yendo a los cen-
tros de estudios, estando de paseo, 
volviendo a sus casas... ¡en cualquier 
momento! Además la línea de con-
flicto se tensa, ya que al ser deteni-
dos injustificadamente y sin razón 
previa pueden existir malentendidos 
y generar un problema mayor en sus 
barrios. El ministro Marlaska debe 
cesar este privilegio que les ha otor-
gado al Cuerpo Nacional de Policía. 
Esto lo mostramos como denuncia 
ante lo que está ocurriendo con los 
jóvenes de nuestros barrios y tienen 
que convivir con ello a diario. Debe 
haber una concienciación en los ba-
rrios de lo que ocurre, que la Policía 
dé explicaciones y el Gobierno tome 
medidas, ya que los abusos y acosos 
policiales son múltiples y ocurren 
cada día, llevamos conviviendo con 
ello años y su continuidad hará de 
nuestras generaciones otras víctimas 
de este aparato estatal. Generar un 
cambio en esto, motivará y facilitará 
la movilización, sobre todo en los 
jóvenes que verán que pueden disfru-
tar de esta libertad de manifestarse y 
llevar la indumentaria que vean ne-
cesaria, sean del color que sean, de 
la raza que sean y con las diferencias 
que tengan entre unos y otros, pero 
haciendo su lucha común.
¡Basta de acoso policial!
¡Deregación de la Ley Mordaza!

Omar

El terremoto de los crímenes sexuales del clero católico
El informe independiente sobre la 
violencia sexual cometida en la 
Iglesia católica del Estado español 
ha sido un auténtico terremoto. El 
informe, que criticaba la actitud de 
la Iglesia por su falta de transparen-
cia, supuso una especie de shock.

Tras el informe sobre Francia, le 
tocó el turno a Portugal y después a 
Italia de revelar la magnitud de los 
crímenes y el espantoso número de 
víctimas. En cada caso, cientos de 
miles de niños han sido violados y 
abusados por el clero católico en ca-
da uno de los países afectados.

La Iglesia católica tiene toda la 
responsabilidad, porque al imponer 
reglas hipócritas de castidad y celi-
bato, crea un terreno fértil para que 
los criminales sexuales ejerzan su 
depredación y perversión.  En segun-
do lugar, la omertá institucional pro-
tege a los criminales en nombre del 
principio de que la Iglesia católica 
sólo rinde cuentas ante Dios y no 
ante la justicia humana.

Hay otras razones para este tsu-
nami judicial, que está provocando 
una reprobación generalizada y ho-
rrorizada, que la mera moral huma-
na, aunque ésta desempeñe un papel 
muy importante en la ira que se le-
vanta contra la institución católica.

La fuente procede de Estados 
Unidos, donde empezaron todos los 

casos de escándalo y luego se exten-
dieron como la lepra por todo el 
mundo. El número de víctimas y los 
repetidos escándalos han llevado al 
episcopado católico norteamericano 
a la quiebra de un gran número de 
diócesis.

No es casualidad que el punto de 
partida sea precisamente Estados 
Unidos, porque responde a varias 
necesidades del imperialismo. Existe 
una  voluntad real por parte del im-
perialismo de acogotar al Vaticano y 
obligarle a ceder en su diplomacia 
autónoma frente a la de EEUU y exi-
girle una alineación completa con el 
Departamento de Estado. Aunque el 
Vaticano está generalmente al servi-
cio de la reacción, el hecho es que la 

Curia Romana tiene su propia polí-
tica, porque tiene sus propios intere-
ses que no siempre coinciden con los 
de Estados Unidos.

En Oriente Medio, por ejemplo, 
el Vaticano pretende defender a los 
cristianos orientales, cuya existencia 
está amenazada. A esto se añade el 
estatuto de la ciudad de Jerusalén. El 
Estado sionista de Israel considera 
que sólo el judaísmo debe tener allí 
derecho de ciudadanía. Estados 
Unidos está totalmente alineado con 
la defensa incondicional de esa teo-
cracia racista que aplasta los dere-
chos del pueblo palestino a defender 
su tierra. El Vaticano, por sus pro-
pios intereses, defiende el estatuto 
internacional de Jerusalén, que ga-

rantiza la presencia de las tres reli-
giones monoteístas.

Otro punto de tensión entre 
Letrán y Washington-DC es China, 
contra la que EEUU mantiene una 
guerra abierta. El Vaticano tiene un 
acuerdo con el Gobierno chino que, 
como en los tiempos del estalinismo 
en la URSS, tiene su propia Iglesia 
oficial, mientras que existe una 
Iglesia católica clandestina. El 
Vaticano ratifica a los obispos de la 
Iglesia oficial nombrados por el po-
der chino y tiene su propia diploma-
cia.

A estas fuentes de conflicto se 
añade el hecho de que el catolicismo 
en EEUU, especialmente entre los 
latinoamericanos, gana cada vez más 
terreno a los WASP (base tradicional 
del poder estadounidense) hasta el 
punto de que pronto será mayoritario 
en la población y, por tanto, también 
en el ámbito religioso, en detrimen-
to del protestantismo.

La utilización de los crímenes 
sexuales del clero católico para ejer-
cer una presión creciente sobre el 
Vaticano a fin de que se alinee ple-
namente con los EE.UU. no puede 
sino aumentar y, al mismo tiempo, 
c o m o  n o s  e n s e ñ ó  C a r l  Vo n 
Clausewitz, el conflicto y la crisis se 
alimentan de conflicto y crisis. Es 
más, según la misma lección verifi-

cada por la Historia, la lógica del 
conflicto hace que la causa del mis-
mo tenga a menudo poco que ver con 
la realidad a la que da lugar. En 1914 
mataron a un Archiduque en Sarajevo 
y en 1918 el resultado fueron 10 mi-
llones de muertos, una Europa de-
vastada y el predominio de Estados 
Unidos sobre el mundo.

El tsunami de crímenes sexuales 
cometidos por el clero católico sólo 
puede ir a más.

A esto se añade la actitud del 
Episcopado Católico Español (CEE). 
Los obispos están de acuerdo, sólo 
en parte, con la propuesta de crear 
un fondo de compensación para las 
víctimas, como contempla el infor-
me del viernes. Con un matiz impor-
tante: «Estamos de acuerdo con las 
indemnizaciones, pero para todas las 
víctimas de abusos sexuales de la 
sociedad, porque es un problema so-
cial», dijo el secretario general de la 
CEE, César García Magán.

Así que la Iglesia no participaría 
en un fondo de compensación cen-
trado únicamente en la violencia 
sexual en la Iglesia. En lenguaje lla-
no: «Nosotros pecamos, pero voso-
tros pagáis». Pocas veces ha queda-
do tan clara la hipocresía de la 
Iglesia.

Christian Eyschen,
librepensadores franceses

19 de octubre: jóvenes de Parla y Getafe ante la embajada de Israel

El Defensor del Pueblo, Ángel Gabilondo entrega el informe
a la presidenta del Congreso de los Diputados, Francina Armengol
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CATP/NO A LA GUERRA

Llaman a detener la guerra
La mesa informativa de la Campaña Europea contra la Guerra, 
militar y social, llama desde Valencia a la movilización más amplia 
para detener los conflictos de Ucrania y Palestina y redirigir los 
créditos de guerra a gasto social.

El pasado 30 de septiembre, con sede 
virtual en Berlín, tuvo lugar un encuentro 
de organizaciones de 17 países europeos 
que aceptaron la necesidad de constituir 
un comité de enlace para coordinar las 
acciones «contra la guerra – contra la 
guerra social» dentro de cada país. Este 
comité de enlace, integrado por quienes 
han ido sumándose al manifiesto “Alto a 
la Guerra” que surgió de la conferencia 
europea del 8 de julio, incluye como 
principales reivindicaciones exigir un 
alto el fuego inmediato, que los presu-
puestos militares se reorienten a gastos 
sociales para pensiones, sanidad, educa-
ción y otros servicios públicos, en defen-
sa del salario real y control de precios 
básicos.

Las intervenciones realizadas durante 
este acto, además, tuvieron muy en cuen-
ta la más reciente escalada genocida del 
gobierno sionista israelí sobre Gaza. En 
este sentido, se señaló reiteradamente 
que no hay otra opción que reivindicar 
un alto el fuego incondicional e inmedia-
to, igual que en Ucrania. Reivindicación 
que no puede ignorar el papel cómplice 
de los Gobiernos y Parlamentos de nues-
tros propios países y que, en el caso de 
Palestina, debería completarse con la 
exigencia de pleno reconocimiento del 
pueblo palestino (árabes y judíos) y su 
derecho a constituirse como un solo 
Estado, sin las imposiciones ni injeren-
cias que supuso su partición en dos 
Estados tras la Segunda Guerra Mundial 
y por los acuerdos de Oslo.

Juanjo Llorente, del CATP, señaló 
que la ofensiva sionista contra Gaza su-
pone una nueva vuelta de tuerca en la 
escalada militar imperialista contra los 
trabajadores y los pueblos del mundo, 
caracterizada al menos por tres factores: 
1.- Crecimiento exponencial de la protes-
ta y la resistencia internacional contra 
esta escalada militarista y sus consecuen-
cias, lo que constituye un punto de apoyo 
esencial para organizar las respuestas. 
2.- Cierre de filas dentro de los Gobiernos 
y Parlamentos de cada país beligerante, 
acompañado de una crisis institucional e 
incremento de la represión social sobre 
sus poblaciones. 3.- Fracaso y deslegiti-
mación de las organizaciones y de la jus-
ticia internacionales para afrontar esta 
escalada y ponerle fin. 

El debate también abordó un análisis 
geopolítico más amplio de la situación. 
Como señaló Vicent Garcés, exdiputado 
del grupo socialista en el Parlamento 
Europeo, “lo que ahora vemos en Gaza 
es que el régimen sionista planea ocupar 
todo el territorio y fundar el Estado de 
Israel echando a los palestinos al desier-
to de Sinaí. Este objetivo de un solo 
Estado en Palestina, el de Israel, es un 
plan financiado por la OTAN, cuyo si-
guiente paso será Cisjordania, lo que a 
su vez puede ya iniciar la III Gran Guerra. 
Porque la guerra mundial económica ya 
existe desde hace tiempo (energía, agua, 

recursos naturales) y ahora solo falta la 
militar. (…) En definitiva, el actual con-
flicto palestino agudiza un conflicto más 
amplio ya existente, repercutiendo sobre 
la Unión Europea y sobre España, cuyo 
papel sigue siendo subordinado y obe-
diente a los dictados imperialistas”.

Marisa Saavedra, ex diputada de 
Unidas Podemos en el Parlamento espa-
ñol, planteó, por su parte, entre otras co-
sas, que “las guerras son violaciones de 
derechos humanos que sufren los traba-
jadores y los pobres con especial crude-
za. Nuestro país está inmerso en esta 
escalada militarista y cuenta con el apo-
yo de los medios de comunicación prin-
cipales y con el desconocimiento de la 
mayoría social”. Por ello, no queda otra 
opción que luchar en la calle y en las 
instituciones por la paz, para que no se 
envíen armas a Ucrania y para poner luz 
a la opacidad de los presupuestos de gue-
rra del gobierno de Pedro Sánchez, así 
como defender el derecho del pueblo pa-
lestino a la autodeterminación, rechazar 
la ocupación de Gaza y denunciar a 
Netanyahu por crímenes de guerra en el 
Tribunal Penal Internacional. 

Blas Ortega, de Información Obrera, 
cerró el turno de intervenciones de la me-
sa informando que, de cara a los próxi-
mos días, desde el comité de enlace del 
encuentro europeo se planteaba hacer 
acciones coordinadas en los distintos paí-
ses en torno al 25 de noviembre, contra 
la guerra y los créditos de guerra. Día en 
que también está prevista una gran ma-
nifestación en Berlín, avalada por más de 
150 firmantes destacados del mundo po-
lítico y sindical alemán, para exigir el 
alto el fuego en Ucrania y Gaza, destinar 
el gasto militar para gasto social y contra 
los recortes sociales y la represión. 

En Valencia, dijo Blas, nos plantea-
mos interpelar a los sindicatos y partidos 
de nuestro ámbito solicitando una acción 
firme de condena de la guerra, por un 
alto el fuego inmediato y de reivindica-
ción social, así como solicitar una entre-
vista a Delegación del Gobierno para 
exponer que los trabajadores y los pue-
blos del Estado no quieren estas guerras 
ni el sufrimiento humano y los recortes 
de servicios públicos y derechos que pro-
voca seguir financiándolas desde el 
Estado.

Las intervenciones realizadas desde 
el público apoyaron estas propuestas del 
compañero de Información Obrera, re-
dundando en que la única salida para los 
conflictos en curso en Ucrania y Gaza, y 
para los que puedan venir, consiste en 
organizar la más amplia movilización de 
los trabajadores y los pueblos exigiendo 
la paralización inmediata de los conflic-
tos y una salida política a los mismos que 
no recaiga en las mismas manos de los 
agentes imperialistas e instituciones in-
ternacionales que, por acción u omisión, 
son responsables de esta escalada.

Juanjo Llorente

¡Alto a la guerra!
Carta a las organizaciones y colectivos
que luchan contra la guerra, por la paz

Estimados  amigos/as, el viernes 20 de octubre se reunió el Equipo de Coordinación de 
la campaña por el ALTO A LA GUERRA EN UCRANIA.

Desde el inicio del conflicto realizamos una actividad contra la guerra que se extiende 
a 17 países europeos.

En estos momentos la guerra sigue en Ucrania y a ella se ha sumado el recrudeci-
miento del conflicto entre el Ejército israelí y el pueblo palestino, y a los cientos de 
muertos diarios de jóvenes ucranianos y rusos se suman los miles de palestinos en Gaza, 
en Cisjordania y antes en el sur del actual territorio de Israel.

Paralelamente, Biden, presidente de los Estados Unidos anuncia 105.000 millones 
más para la guerra y los presupuestos militares crecen en todos los países y en particu-
lar en Europa, desde la Federación Rusa hasta nuestro país.

En Alemania 150 dirigentes políticos y sindicales de diversas corrientes llaman  a una 
gran manifestación en Berlín el 25 de noviembre, en el momento en que se debate sobre 
el presupuesto militar en el Bundestag (Parlamento). Nos parece una buena ocasión 
para realizar una movilización también en nuestro país. 

Es por ello que os proponemos organizar unitariamente concentraciones delante de 
las Delegaciones del Gobierno de cada provincia por el: 

¡ALTO A LA GUERRA EN UCRANIA Y EN GAZA!
¡Gastos militares, para escuelas, hospitales y pensiones!

Equipo de Coordinación de la campaña por el Alto a la Guerra

Acto-debate por la amnistía en Sant Boi de Llobregat
Alrededor de 60 ciudadanos participaron el pasado 
día 18 de octubre en el debate por la amnistía orga-
nizado por el CATP y la presencia de PODEM, E.U, 
ERC. En el acto al que dio soporte Omnium de 
Catalunya se dio total apoyo a la necesidad de una 
amnistía para todos los encausados por el denomina-
do “procés” de Catalunya. El acto dio inicio recor-
dando la situación de genocidio del pueblo de 

Palestina.Todos los ponentes coincidieron en afirmar 
que más allá de la existencia de investidura o no, la 
amnistía no es ni puede ser el punto final sino el 
inicio por acabar con las leyes represivas, en particu-
lar la derogación de la Ley Mordaza, así como por el 
combate por la Republica, necesaria para que los 
pueblos puedan decidir libremente su destino.

Corresponsal

Acto por la amnistía en Barcelona
En la sede de la UGT de Cataluña, tuvo lugar el pa-
sado 26 un acto organizado por Información Obrera 
y el CATP, con la participación de Dolors Bassa, y 
de Francesc Cabezas, delegado sindical de UGT. 
Completaron la mesa, Miguel González por el CATP 
y Josep A. Pozo por Información Obrera.

El acto significó un posicionamiento a favor de 
la amnistía sin condiciones y sin supeditarla a las 
negociaciones sobre la formación del nuevo gobierno. 
Dolors Bassa, exconsejera de la Generalitat encarce-
lada junto a otros miembros del gobierno a raíz del 1 
de octubre, hizo un repaso del significado político de 
esta exigencia democrática, que debe ser de todos los 

que se reclaman de los trabajadores y la democracia. 
Por parte del resto de intervinientes, se planteó que 
el movimiento obrero tiene interés en hacer suya es-
ta bandera, porque no puede haber disociación entre 
la lucha por los derechos sociales y democráticos. 

En el acto se quiso recordar que precisamente 
algunos de los presentes fueron promotores de la ini-
ciativa que llevó a varios sindicalistas de la UGT a 
promover una campaña por la libertad de Dolors 
Bassa cuando ésta fue encarcelada. Los mismos que 
por otro lado, promovieron igualmente la campaña 
por la derogación del artículo 315.3 del Código Penal. 

Corresponsal
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Los trabajadores y los pueblos, con Palestina

Manifestaciones insólitas
Nada de lo que ha sucedido en los últimos tiem-
pos ha llenado las calles como la defensa de 
Palestina. 

La tarde del 15 de octubre se volcaron en el 
centro de Madrid jóvenes, mayores, familias en-
teras, coreando sin parar consignas sencillas, 
como Palestina libertad. Cualquier trabajador 
consciente las secunda, y sobre todo la juventud, 
que ha encontrado un motivo para manifestarse 
ya que ninguno de los partidos que dicen ser de 
izquierdas o progresistas dan a los jóvenes ni al 
pueblo la oportunidad de reivindicar los derechos 
y condiciones de vida, salvo excepciones. Los 
convocantes habían llamado a recorrer calles y 
callejas donde el gentío no cabía, gente que se 
iba, otros iban a intentar llegar a Sol por otro 
camino. Allí se encontraron, a pesar de todo, unas 
cuantas decenas de miles de manifestantes. 

La respuesta masiva del pueblo ha sido fun-
damental para que los Gobiernos centrales o au-
tonómicos no impidiesen al pueblo salir a la calle 
con banderas y consignas en favor de Palestina 
tal y como si ha pasado en otros países de Europa.

En Barcelona, según los organizadores parti-
ciparon 50.000 manifestantes convocados por la 
Comunidad Palestina de Cataluña, gentes de todas 
las edades contra el genocidio. Destacaba la com-
batividad de la juventud, sobre todo las mujeres.

El 29 de octubre vuelve Madrid a manifestar-
se, por las calles grandes de la capital, con un 
lema principal: “No es una guerra, es un genoci-
dio”. La cifra oficial era 35.000 pero a muchos 
presentes esa cifra les parece manipulada ya que 
la asistencia ha sido de unas 45.000 personas. La 
manifestación empezó a entrar en la Puerta del 
Sol antes de las 13,30 pero siguieron llegando los 
manifestantes hasta las 14,30.

Ha habido muchas más manifestaciones masi-
vas, en Valencia o en Bilbao. En Sevilla ya van tres. 
Y así en toda la geografía, es la mayor irrupción de 
masas en la calle que hemos visto recientemente.

Un componente fundamental de esa gran ma-
sa son compañeras y compañeros de los sectores 
más explotados de la clase obrera, los “ilegales” 
u otros sobreexplotados, muchos jóvenes, dece-
nas de miles de compañeros inmigrados de 
Marruecos, Palestina y otros países árabes. Son 
los que no se dejan ver normalmente en esas ca-
lles porque los partidos u organizaciones sindi-
cales obreras no les dan razones para acudir. 

Los sectores más combativos, como siempre 
que hay una maní por Palestina, son marroquíes, 

u otros colectivos árabes. Llamaba la atención en 
Madrid la comunidad hispano-palestina Jerusalén.

La razón de 76 años de lucha
contra el estado sionista
Junto a ese colectivo, otro agrupamiento llevaba 
una pancarta que daba en el clavo: “Queremos 
volver a Palestina ya”. Ciudadanos palestinos que 
fueron expulsados de sus casas, sus tierras, sus 
pueblos y ciudades por el terrorismo sionista, en 
1948, en 1956, en 1973, y que viven, muchas 
veces sin plenos derechos, en Líbano, Jordania u 
otros países, también en España. El Estado único 
democrático de Palestina será la forma de reunir 
a todo el pueblo palestino y de liberar a los judíos 
de la tiranía antidemocrática del sionismo, con 
sus generales, sus servicios secretos o los rabinos 
reaccionarios (como los obispos de aquí).

Un gran impacto
Los periódicos y las televisiones no suelen traer 
reportajes de la miseria que es trabajar seis días 
a la semana en los trabajos más duros y peor pa-
gados, sin derechos, como viven inmigrantes 
palestinos, marroquíes u otros declarados abusi-
vamente ”ilegales”. Sin embargo, esta vez se han 
visto obligados a informar un poco del inmenso 
dolor de los palestinos bombardeados, acosados, 
por la tiranía sionista desde hace 76 años. Digo 
un poco, porque el enfoque y grueso de la infor-
mación se centra en los iniciales actos terroristas 
de Hamas, secuestro de rehenes, etc. Así, los me-

dios de comunicación, al servicio de los intereses 
del capital y la economía de guerra, consiguen 
difuminar parcialmente la responsabilidad del 
imperialismo, de los Gobiernos en esta barbarie 
genocida.

Confidencialmente, en algún móvil, entre in-
migrados o algunos círculos sindicales, circulan 
notas informativas de colectivos que desde Gaza, 
Jerusalén, Cisjordania o los barrios árabes de 
Israel informan, sin alharacas, de las cosas que 
cada día están haciendo para organizar la resis-
tencia, en medio de las bombas, de la represión 
sin límites, del tsunami que barre toda Palestina.

Y esto que sucede en el Estado español pasa, 
en otras formas, en todas partes. Llega un eco de 
un bombardeo que destruye un hospital en Gaza 
y nos decimos que son gente despiadadamente 
machacada, asesinada, como los inmigrantes que 
mueren en el mar, o que lo pasan mal aquí. 

Nada hay que esperar de la UE. Los Estados 
Unidos le han exigido que cierren filas con el 
sionismo. La barbarie de Israel provoca la res-
puesta de los pueblos contra el ataque criminal a 
Palestina. 

Se reunieron los Gobiernos. Sánchez e Irlanda 
propusieron un alto el fuego “humanitario”. Fue 
rechazado porque no quieren parar la guerra de 
Israel. Acordaron pedir pausas humanitarias, es 
decir, la guerra sigue, pero se abre ocasionalmen-
te una hora el paso de Rafah para la atención 
sanitaria y la alimentación de la población. En 
cambio, los Gobiernos europeos le aceptaron a 
Sánchez que más adelante habrá una conferencia 
internacional de paz. Tal vez dentro de seis meses, 
y ahora, el genocidio sigue. Son cómplices.

Juan F. y Manuel C. 

MOVILIZACIONES POR PALESTINA

Acto en Sant Boi de Llobregat
de apoyo al pueblo palestino

El pasado lunes día 30 de octubre se celebró en 
Sant Boi un acto de apoyo al pueblo palestino.

El acto fue convocado y organizado por el 
CATP con la participación de diferentes organi-
zaciones políticas de la localidad, EU, Podemos, 
ERC , también participó un representante de la 
Comunidad Palestina de Cataluña.

El representante de la Comunidad Palestina 
hizo una larga exposición sobre la trayectoria 
histórica del pueblo palestino, así como de la 
situación actual de penuria, privaciones de todo 
tipo a la que está siendo sometido todo el terri-
torio de Gaza, por el Estado israelí, situación 
que difícilmente se daría sin el apoyo que recibe 
de Occidente. 

La representante de Podemos, que también 
forma parte de la Associació Catalana de Jueus 
i Palestins, hizo una muy interesante exposición 
sobre la necesidad de la unidad entre judíos y 
palestinos, en contra del Gobierno israelí y de-
fendió el derecho del pueblo palestino denun-
ciando el racismo, la discriminación y el geno-
cidio que desde su formación hasta la actualidad 
esta cometiendo el Gobierno de Israel.

Los representantes de EU y ERC también 
destacaron el carácter genocida de los ataques 
que el Ejército israelí está realizando sobre 
Gaza, denunciaron los bombardeos a hospitales 
y población civil, al mismo tiempo que recla-
maron de los Gobiernos e instituciones europeas 
que exijan al Gobierno israelí el cese de los ata-
ques militares contra Gaza. Denunciaron los 
intereses económicos que EEUU y Occidente 
tiene en la zona.

Por su parte el representante del CATP se 
hizo eco de la petición por parte del Sindicato 
de Trabajadores Árabes de Nazaret, por la que 
reclama saber el paradero de los 16.000 traba-
jadores palestinos que cada día cruzaban la 
Franja de Gaza y que han dejado de hacerlo,  
desde que Israel cerró las fronteras de Gaza, 
sin que nadie sepa de su paradero. Muchos han 
sido despedidos igual que están siendo despe-
didas cientos de mujeres en Cisjordania por el 
solo hecho de ser palestinas. Este sindicato 
también denuncia la existencia de un campo de 
concentración con cinco mil de estos trabaja-
dores. De otra parte indicó que la situación 
actual es la consecuencia de la partición de 
Palestina en 1948, decidida por la ONU y ava-
lada por los principales jefes de Estado del 
momento, Churchill, Stalin y Truman, del fra-
caso de los acuerdos de Oslo, firmados en sep-
tiembre de 1993, y que proponen la formación 
de dos Estados, judío y palestino sobre la divi-
sión del pueblo palestino.

Reclamó como única salida la creación de 
un Estado único, libre y democrático, con igual-
dad de derechos para todos sus componentes, 
sin injerencias ni imposiciones externas. 

El acto acabó con la convocatoria de una 
concentración en apoyo al pueblo palestino pa-
ra el miércoles día 8 a las 18:30 en la plaza del 
Ayuntamiento. Desde la mesa se llamó a formar 
un comité de apoyo al pueblo palestino al que, 
además de los que formaban la mesa, se apun-
taron varios compañeros y compañeras de los 
que asistieron al acto. 

Corresponsal

Getafe muestra su apoyo a Palestina
El pasado martes 10 de octubre tuvo lugar una 
concentración de apoyo a Palestina en la plaza 
del Ayuntamiento de Getafe. Una concentración 
espontánea como las que se han celebrado a 
diario en Madrid. A pesar de la premura, cientos 
de personas han mostrado su rechazo al geno-
cidio israelí y han apoyado al pueblo palestino.

Sorprende que los franquistas del PP lleva-
sen una proposición al pleno del Ayuntamiento 
para reprobar a un concejal de Mas Madrid 
Compromiso con Getafe y dos del PSOE por 
haber participado en la concentración de apoyo 
a Palestina acusándoles de apoyar al terrorismo.  
Hay que recordar que ese mismo día 10 los 
concejales de VOX, PP y algunos del PSOE 
posaron en la plaza del Ayuntamiento con la 
bandera del Israel.

 Sin embargo, el pleno del Ayuntamiento ha 
rechazado la proposición franquista y ha apro-
bado otra de apoyo al pueblo palestino. 

El día 24 acto de CCOO
La asociación Ágora que durante diez años tu-
vo su sede en el barrio de la Alhóndiga de 
Getafe, celebró un acto el pasado 24 de octubre 
en la sede de CCOO de Getafe. En el acto, con 
el salón abarrotado, se concentraron los amigos 
de Manolo Espinar en el quinto aniversario de 
su fallecimiento. Manolo Espinar fue el impul-

sor de Ágora de Getafe. Y siempre un militan-
te de la solidaridad con Palestina. Colaboró 
estrechamente con la campaña Rumbo a Gaza 
y con la llamada flotilla de la libertad que fue 
atacada por el Ejército israelí provocando once 
muertos y más de treinta heridos. El Ágora fue 
siempre la casa de los palestinos y se montaron 
multitud de actividades.

Por eso el 24 estuvieron allí presentes quie-
nes apoyan la causa palestina. Intervino el re-
presentante del FLPP, Majed, junto con repre-
sentantes del Ágora, de Compromiso con 
Getafe y el joven Omar que relató el acoso 
policial que sufren los jóvenes y quienes mues-
tran el apoyo a los palestinos en Parla. Continuos 
controles, manos a la pared, vuelta a identificar. 
Ya sabemos que tenemos un ministro del 
Interior muy vinculado a las prácticas antide-
mocráticas, a la persecución de inmigrantes y 
que ha conseguido que en estos cuatro años de 
gobierno no se haya derogado la llamada Ley 
Mordaza.

Majed recordó como se ha creado el Estado 
palestino haciendo frente a las mentiras sobre 
el antisemitismo que trata de confundir a judíos 
con sionistas, cuando recordó las movilizacio-
nes de judíos de Israel contra el Gobierno de 
Netanyahu.

Corresponsal

La sección sindical UGT en el Ayuntamiento de Sabadell
contesta al Sindicato de Trabajadores Árabes de Nazareth
Una resolución ha sido aprobada por la unanimidad de los presentes (con una abstención). 
La resolución se hace eco de la petición de los compañeros de este sindicato que reclaman 
saber el paradero de miles de trabajadores. A destacar que la resolución llama a dar 
apoyo a todas las iniciativas y movilizaciones que tengan como objetivo parar la guerra y 
el genocidio, al tiempo que saluda “todas aquellas iniciativas que tengan como propósito 
establecer lazos de fraternidad entre la comunidad judía y la comunidad árabe, por enci-
ma de los intereses del Estado sionista, promotor del apartheid contra los palestinos y que 
quiere, en última instancia, el exterminio de los mismos”.
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PENSIONES

Manifestación en Madrid el 28 de octubre de 2023 en defensa del sistema público de pensiones y por la auditoría de las cuentas de la Seguridad Social

La defensa de la Seguridad Social y el rechazo a su privatización
con los fondos de pensiones de empresa es un asunto de toda la clase obrera
Convocada por la Coordinadora Estatal por la 
Defensa del Sistema Púbico de Pensiones 
(COESPE) y las plataformas y movimientos de 
pensionistas de los distintos pueblos, ciudades 
y territorios del Estado tuvo lugar una gran ma-
nifestación en Madrid el pasado 29 de octubre 
poniendo de relieve su independencia de clase. 
Cientos de plataformas de pensionistas y traba-
jadores (según TVE en torno a 15.000 manifes-
tantes)  discurrieron  desde Atocha a Sol, donde, 
tras un minuto de silencio de apoyo a Palestina, 
los discursos de los representantes de los pen-
sionistas centraron los objetivos unitarios de la 
movilización: pensiones mínimas de 1.080 eu-
ros para alcanzar el 60% del salario medio,  
mantener el poder adquisitivo, acabar con la 
brecha de género, rechazar la privatización  de 
la Seguridad Social, exigir la realización de la 
auditoría a las cuentas de la Seguridad Social, 
garantizar la tasa de reemplazo, etc.

Reivindicaciones que fueron presentadas 
con anterioridad a los grupos parlamentarios del 
Congreso. Y se esperan respuestas.

Las circunstancias del momento
Después de las elecciones y la crisis económica 
y política se viven  momentos de confusión. 
Téngase presente la comprensible presión por 
rechazar el voto a la derecha, dejando al libre 
albedrío el voto a los partidos de izquierdas que 
han rechazado el grueso de las reivindicaciones 
(auditoría, tasa de reposición, privatización, bre-
cha de género, etc.).

La manifestación ha tenido como efecto or-
denar la actividad en función de la defensa de 
las reivindicaciones y preparar  el futuro inme-
diato, que está marcado por la lucha del capital 
financiero por rentabilizar sus capitales incluso 

con el armamentismo y la guerra, arremetiendo 
en cada país contra los salarios y participando 
en la gestión de los servicios públicos (pensio-
nes, sanidad, educación, residencias, dependen-
cia, etc.)  financiándose así con dinero público.

Los apoyos a la movilización
La participación, junto a la mayoría de pensio-
nistas, de sindicalistas a título individual, sindi-
catos, comités de empresa, secciones sindicales 
con sus afiliados, el apoyo explícito de conce-
jales, partidos y militantes y la impagable ad-
hesión de los diputados de anteriores legislatu-
ra Jordi Salvador y Meri Pita, muestra que la 
unidad es posible. Y además demuestra que el 
fortalecimiento de esos marcos unitarios de exi-
gencias a los parlamentarios y al Gobierno per-
mite focalizar la acción hacia dónde están en 
cada caso los obstáculos institucionales a las 
reivindicaciones. 

Con la no realización de la auditoría se in-
cumple la ley y esa es una práctica antidemo-
crática, es una práctica del franquismo. Y, por 
supuesto, darlo a conocer ayuda a comprender 
la necesidad  de combinar la lucha  por apartar 
esos obstáculos institucionales con la lucha  por 
crear un marco democrático superador  de las 
herencias de la dictadura. 

Un Gobierno dispuesto a no cumplir la ley
La campaña de COESPE durante varios años 
por la auditoría a las cuentas de la Seguridad 
Social es larga y profunda, reuniendo centenares 
de miles de apoyos. Esta actividad ha sido 
acompañada por sindicalistas y sindicatos  di-
versos e incluso a través de sus congresos, como 
el congreso confederal de UGT y varios con-
gresos sectoriales de CCOO.

Pero al parecer este incumplimiento de en-
cargar la auditoría no era un incumplimiento 
excepcional. La falsificación de las cuentas pú-
blicas de la Seguridad Social parece un mal 
endémico.

El lunes 30 de octubre el Gobierno aprobó, 
en aplicación del Pacto de Toledo, la concesión 
de un préstamo del Estado a la Seguridad Social 
por un importe de 1.003,8 millones de euros 
para atender la paga extraordinaria de los pen-
sionistas. Será un préstamo igual a los del mis-
mo tipo analizados en este periódico otras ve-
ces. En esta ocasión la manipulación financiera 
consiste, en primer lugar,  en que el Estado no 
registra como gasto propio el importe del prés-
tamo, ocultando así lo que debería constituir un 
aumento del déficit público del Estado. Y en 
segundo lugar, como consecuencia del mal re-
gistro, el préstamo figurará en el pasivo del 
balance de la Seguridad Social como una deuda, 
incrementando aún más la falsa deuda que arras-
tra la Seguridad Social a consecuencia de redu-
cir falsamente el importe de los déficits del 
Estado.

El lugar de los sindicatos y los sindicalistas
Los pensionistas se organizaron con sus plata-
formas ante el vacío de los grandes sindicatos 
en la defensa del régimen de reparto en que se 
asienta nuestra Seguridad Social. Las centrales 
sindicales, en la situación dominada por la crisis 
del capitalismo,  llevan una política de acompa-
ñamiento con el gobierno de turno que deja 
desatiende reivindicaciones sobre la defensa de 
los servicios públicos. Una de las consecuencias 
de ese proceder es el nacimiento de agrupamien-
tos o coordinadoras que buscan la forma de 
combatir en defensa de derechos reconocidos y 

principalmente contra la privatización de los 
servicios, su acceso, su calidad, etc. 

Las organizaciones de pensionistas es posi-
ble que sean  de las pocas organizaciones levan-
tadas en ese espacio abandonado por los sindi-
catos que han elevado sus reivindicaciones di-
rectamente ante el Estado, porque éste ha per-
mitido, practicado y ocultado el saqueo de la 
Seguridad Social, porque a las autoridades que 
niegan que haya dinero para subir las pensiones 
mínimas cuando parece que les sobre el dinero 
para nutrir la guerra en Ucrania, contra las men-
tiras sobre la crisis de la Seguridad Social y 
contra la privatización, la entrada de los bancos 
en la Seguridad Social con las pensiones priva-
das y en sustitución de pensiones públicas. 

Esa orientación de la lucha se ha ganado a 
través de un trabajo paciente, que parte de aba-
jo, teniendo en cuenta las condiciones reales y 
buscando las reivindicaciones que unen. Esa 
orientación de la lucha por las reivindicaciones, 
planteándola  en dirección a donde se toman las 
decisiones (el Parlamento y el Gobierno) es lo 
que da fortaleza a la COESPE para constituirse 
hoy como un punto de apoyo esencial en la de-
fensa del sistema de pensiones públicas y contra 
la ola de privatizaciones.

Pero para ganar no es suficiente, es necesa-
rio la unidad sin sectarismo de todos las colec-
tivos y sindicatos que apoyan desde sus posi-
ciones la auditoría y rechazan la privatización. 
Es necesario convencer y movilizar la fuerza 
necesaria para ganar, acudiendo a comités de 
empresa, secciones, sindicatos y direcciones 
sindicales. Y su implicación en la propia mani-
festación del 28 de octubre demuestra que es 
posible.

Juan Miguel Fernández

Desde el País Vasco estuvimos en Madrid
el 28 de octubre
Y no fue fácil, porque al parecer to-
das las plataformas y colectivos esta-
ban de acuerdo y convocaban, pero 
casi nadie quiso poner los medios 
para que la asistencia fuera masiva.

Ha habido muchas razones para 
no organizar autobuses, desde el ya 
clásico sectarismo de unas platafor-
mas con otras hasta lo ocupados que 
nos quiere tener la dirección de la 
“mayor i t a r i a”  P l a t a fo rma  de 
Pensionistas de Bizkaia (o de Euskal 
Herria, según se tercie) peleando por 
cosas que nada tienen que ver con las 
pensiones.

Y no hablamos de sanidad, huel-
gas diversas o causas varias en las 
que al parecer los jubilados organi-
zados deben estar y ser protagonistas 
sino de esas cosas que llaman com-
plementos al 1080 o el caldo de cul-
tivo que desde la “mayoritaria” pla-
taforma se está creando para ir em-

presa a empresa montando bronca, 
presuntamente contra los fondos de 
pensiones de empresa. Bueno, tam-
bién han estado ocupados intentan-
do hacer desaparecer del debate y de 
las pancartas la reivindicación de la 
auditoría.

No hay que esconder el debate: 
la plataforma de pensionistas de 
Euskal Herria, reducida o incluso 
eliminada de su diario funcionar la 
espontaneidad democrática inicial, 
está controlada mayoritariamente por 
militantes nacionalistas, y si estos 
son la punta de lanza de Pedro 
Sánchez y Yolanda Díaz tal como 
Otegui y sus compañeros declaran, 
hay que desviar los tiros.

Diputaciones ,  autonomías , 
RGIs, complementos y puede que 
sin tardar volvamos a ver como rei-
vindican en su batalla electoral con 
el PNV las transferencias de la 

Seguridad Social contra la unidad. Y 
si hace falta firmar una cosa y hacer 
la contraria, se hace.

Pero estuvimos en Madrid, junto 
a compañeros de esas mismas plata-
formas, abertzales y no abertzales, 
mano a mano y volvemos a Euskadi 
reforzados con la unidad por la audi-
toría como bandera. 

La manifestación del 28 de octu-
bre, celebrada contra todos los que 
nos quieren supeditar al gobierno del 
rey y la princesa, al capital financie-
ro, ha sido un éxito y nos anima a 
continuar.

Jesús Mari Pérez,
portavoz de la Plataforma UNIDAD, 

(Leioa)

Pensionistas andaluces
en Madrid
A primeros de octubre el MADPP ce-
lebró su 5.ª Conferencia en Sevilla don-
de se discutió, entre otras cosas, la 
participación de ese movimiento con 
presencia en las provincias andaluzas 
en la manifestación convocada en de-
fensa de las pensiones en Madrid para 
el día 28. Dado que se había convocado 
otra manifestación, por las Mareas de 
la Sanidad, en la misma fecha en el 
ámbito de la comunidad se decidió par-
ticipar en ambas. 

El mismo inconveniente se dio en 
otros movimientos pensionistas con pre-
sencia en Andalucía, a pesar de ello, se 
pudieron ver otras plataformas tanto de 
carácter local como provincial, estando 
presentes cortejos de Málaga, Córdoba, 
Cádiz, El Arahal, Motril, etc.

Corresponsal
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ACTUALIDAD

El informe sobre los abusos en la Iglesia y la laicidad necesaria
El viernes 27 de octubre el Defensor 
del Pueblo, Ángel Gabilondo, presen-
tó en el Congreso de los Diputados un 
“Informe sobre los abusos sexuales en 
el ámbito de la Iglesia católica y el 
papel de los poderes públicos. Una 
respuesta necesaria”.

La investigación, que arrancó en 
junio de 2022, arroja unos resultados 
devastadores, calculando que habría 
alrededor de 440.000 víctimas de 
abusos en el ámbito de la Iglesia. 
Tanto los resultados como las conclu-
siones propuestas en el informe han 
suscitado reacciones desde todos los 
ángulos.

Para empezar la Conferencia 
Episcopal, desde el primer momento 
a la defensiva, se ha negado a cola-
borar en los trabajos de la comisión 
encargada del informe y ha promovi-
do su propia investigación sin resul-
tados aparentes, y señala que los da-
tos son una “extrapolación” que 
apunta que un 0,6% de la población 
española mayor de edad ha sufrido 
abusos en la infancia por parte de sa-
cerdotes o religiosos, “no correspon-
den a la verdad” y piden no poner el 
“foco” solo en la Iglesia. Supongo 
que les parecerá mejor la mitad o la 
cuarta parte e ignoran que el informe 
se centra según su título “en el ámbi-
to de la Iglesia católica”.

Por contra, Europa Laica en un 
comunicado señala que el informe 
“no garantiza los derechos a la ver-
dad, la justicia, la reparación y la no 
repetición”, y que “no se hayan inves-
tigado los archivos canónicos ni el 
encubrimiento cometido por la jerar-
quía católica”. Añaden que otros es-
tudios concluyen que “los abusadores 
de menores pueden representar entre 
el 4 y 10% del clero. Sobre las indem-
nizaciones a las víctimas indican que 
“pretender que se haga cargo de ellas 
el Estado es inaceptable”. Recuerda 
la asociación que la Iglesia ha propi-
ciado y ocultado los abusos, y que su 
inmensa riqueza se ha acumulado 
precisamente por la “generosidad” 
del Estado.

Sobre laicidad “cero patatero”
La acción o inacción de los distintos 
Gobiernos tras la dictadura ha contri-
buido a colocar a la Iglesia en una 
situación de impunidad ante todos 
estos hechos. Como señala Francisco 
Delgado, expresidente de Europa 
Laica sobre el pacto que acaban de 
suscribir el PSOE y Sumar “nada se 
dice de promover una ‘ley de libertad 
de conciencia’ (…) para poder arrin-
conar la actual y vetusta  ‘Ley de 
Libertad Religiosa’ de 1980; nada de 
cancelar/derogar (…) el Concordato 

de 1979; nada de sacar la religión de 
la escuela y de no financiar, por parte 
del Estado, los centros educativos 
dogmático-confesionales; nada de re-
vertir las vergonzosas inmatriculacio-
nes, mediante una ley en el Parlamento 
y de la modificación de la actual Ley 
de Patrimonio Histórico Artístico; na-
da de eliminar las capellanías católi-
cas en el Ejército, centros penitencia-
rios u hospitales; nada sobre eliminar 
la casilla en el IRPF de financiación 
de la Iglesia católica; nada de eliminar 
las innumerables exenciones de im-
puestos a la Iglesia católica; (…) nada 
de derogar el delito de blasfemia, etc.
(…) No se contempla la construcción 
del Estado laico”.

La Iglesia incrustada
en el aparato del Estado
Recordemos que el Concordato del 
1979, aprobado seis días después de 
la entrada en vigor de la Constitución, 
tiene su precedente en el firmado du-
rante la dictadura en el año 1953, y 
en su modificación en 1976, “reco-
noce a la Iglesia católica el derecho 
a su misión apostólica”, y “garantiza 
el libre y público ejercicio de las ac-
tividades que le son propias y en es-
pecial las de culto, jurisdicción y 
m a g i s t e r i o ” ,  y  q u e  l a  p r o p i a 
Constitución señala en el artículo 

16.3 que el Estado mantendrá “ las 
consiguientes relaciones de coopera-
ción con la Iglesia católica”, a pesar 
de que se la supone aconfesional.

Este entramado jurídico y la nega-
tiva de los distintos Gobiernos a 
afrontarlo justifican que, como señala 
Europa Laica, el Estado destine a la 
Iglesia más de 13.000 millones de eu-
ros anuales de los que 5.000 son des-
tinados a instituciones de enseñanza. 
Dejar gran parte del sistema educativo 
en manos de la Iglesia es dejar al lobo 
cuidando de las ovejas.

El informe y las medidas a tomar 
deberían ir presididas por la exigen-
cia de derogación del Concordato y 
por una separación real de la Iglesia 
y el Estado, entregar a la justicia a 
los culpables y a sus colaboradores, 
indemnizar a las víctimas con fondos 
de la Iglesia, y sobre todo impedir 
que una institución teocrática, ma-
chista y antidemocrática eduque a 
nuestros hijos. ¿Se imaginan que la 
religión desapareciera como vehícu-
lo de las guerras?

Enrique Dargallo 

Mocion por la municipalización de las trabajadoras del SAD en el Ayuntamiento de Sopela
El pleno del Ayuntamiento de Sopela en Vizcaya aprueba una moción 
para la municipalización de las trabajadoras del SAD presentada por 
Mª Luisa Gadea Nebreda, como concejala y portavoz  de Alternativa 
Vecinal Sopela, a iniciativa de “REPUBLICANAS” con los votos a favor 
de Bildu, Elkarrekin Podemos y Alternativa Vecinal Sopela y en contra 
los del PNV y PSEE- PSOE.

Exposición de motivos:
El Servicio de Ayuda a Domicilio 
(SAD) es uno de los pilares que sus-
tenta nuestro Sistema de Atención a la 
Dependencia (...).

Los trabajadores y trabajadoras del 
SAD, aunque se trata de un sector emi-
nentemente feminizado, son personal 
especializado que proporcionan una 
serie de atenciones en su domicilio a 
personas con dificultades para su des-
envolvimiento habitual (...).

La aportación estatal al sistema se 
ha ido reduciendo paulatinamente, de 

manera que el propio Gobierno reco-
noció en sucesivos informes que la 
batería de recortes en dependencia ha 
supuesto un “ahorro” de más de 4.000 
millones de euros.

La externalización del SAD a tra-
vés de contrataciones públicas sin cri-
terios sociales ha derivado en inestabi-
lidad y rotatividad de las personas 
trabajadoras en dicho servicio. (...) La 
apuesta por la municipalización de la 
ayuda a domicilio responde a una cues-
tión práctica y de sentido común que, 
entre otras cosas, permitiría un mejor 
funcionamiento, un mayor control del 
servicio por parte de la administración 
pública, así como la dignificación de 
las condiciones laborales de la plantilla 
(...).

Por todo ello, el Colectivo de Mujeres 
Republicanas, con el apoyo de los 
grupos municipales firmantes some-
te al Excmo. Ayuntamiento de Sopela 
al Pleno los siguientes acuerdos:
Instar a la Mancomunidad a la creación 
de una comisión que establezca un ca-
lendario para la municipalización del 
Servicio de Ayuda a Domicilio con el 

objetivo de que no se vuelva a licitar pa-
ra ser gestionado por empresas privadas.

Que se invite a los representantes 
de los trabajadores y trabajadoras del 
Servicio de Ayuda a Domicilio a par-
ticipar en dicha comisión.

Instar al Gobierno del Estado a ha-
cer cambios normativos necesarios 
para reconocer las enfermedades pro-
fesionales asociadas a la actividad de 
las Auxiliares a Domicilio y a estable-
cer la obligatoriedad de realizar eva-
luaciones de riesgos laborales especí-
ficas en los domicilios de los usuarios 
del Servicio de Ayuda a Domicilio, que 
contemple específicamente la evalua-
ción de los potenciales riesgos físicos 
ergonómicos, psicosociales y biológi-
cos asociados a cada servicio.

Instar al Gobierno del Estado a re-
conocer el excepcional índice de peno-
sidad asociado a la actividad laboral de 
la Ayuda a Domicilio y a aprobar la 
anticipación de edad de jubilación de 
estas trabajadoras.

Instar al Gobierno del Estado a 
realizar las modificaciones legislativas 
incluyendo las partidas presupuesta-
rias necesarias para garantizar la ges-
tión directa del Servicio de Ayuda a 
D o m i c i l i o  p o r  p a r t e  d e  l a 
Administración Local. (…)

Animamos a todos los grupos mu-
nicipales de todos los municipios del 
Estado a luchar por la remunicipaliza-
ción de los servicios públicos.

Luces de bohemia: la farsa constitucional (extractos)
El pasado martes 31 de octubre tuvo lugar 
en las Cortes una nueva escena de Luces de 
bohemia: el juramento solemne de la cade-
te Borbón ante los representantes del pue-
blo español.

De llegar a reinar, será jefa del Estado 
español como consecuencia de las leyes de 
sucesión decretadas por el dictador geno-
cida Franco, aún vigentes.

Y, por si no bastase, tendría además el 
mando supremo de las fuerzas armadas. 
Mando supremo que su padre Felipe VI 
ejerció de forma amenazante con su abo-
minable discurso del 3 octubre de 2017, 
emitido en directo ante todo el país por los 
medios de comunicación.

La monarquía es un grave obstáculo 
para la salida pacífica de los conflictos de-
rivados del carácter plurinacional del 

Estado, pues esa es su verdadera función 
constitucional.

Será, una vez más, la esperpéntica con-
firmación del carácter militarista del régi-
men, en donde el rey representa la última 
ratio de la oligarquía financiera frente a un 
posible cambio en la correlación de fuerzas 
sociales.

Una mayor unidad y empuje en la ac-
ción de los movimientos sociales, favora-
bles a la autodeterminación de los pueblos 
del Estado, limitará la hegemonía de la 
oligarquía española, abriéndose paso la 
República de una vez por todas. Pues, como 
he expresado en más de una ocasión, tengo 
la convicción de que solo es posible demo-
cratizar el Estado aceptando su carácter 
plurinacional y el derecho de autodetermi-
nación.

Mientras tanto, continúa el genocidio 
del pueblo palestino a manos del Estado de 
Israel sin que su padre, el rey Felipe VI, 
condene los evidentes crímenes de lesa hu-
manidad del Gobierno israelí.  Por el con-
trario, se ha dado prisa en condenar hipó-
critamente el derecho del pueblo palestino 
a la resistencia contra el ocupante, califi-
cándolo de terrorismo.

Manuel Ruiz Robles

(Antiguo militante de la UMD, portavoz 
de la iniciativa “militares españoles por 
la paz”. Capitán de Navío de la Armada, 
(retirado). Licenciado en Ciencias por la 
UAM. Vocal de la Junta Directiva de la 
Asociación Civil Milicia y República 
(ACMYR). Miembro del Foro Milicia y 
Democracia)

El cardenal arzobispo emérito de Madrid, Carlos Osoro, el presidente de la Conferencia
Episcopal Española, Juan José Omella, y el nuevo arzobispo de Madrid, José Cobo

El Comité de Mujeres Republicanas es un comité de mujeres trabajadoras de todo el Estado 
constituido en enero de 2022. Combate por la defensa de los derechos de la clase traba-
jadora y en particular los de la mujer en cuanto desigualdad salarial, laboral, discrimina-
cion y opresion doble que sufrimos.

Participamos de las actividades del Comité por la Alianza de Trabajadores y Pueblos 
(CATP). Contacto: enlacemujeresrepublicanas@gmail.com

Última hora
En el colectivo «Mujeres Republicanas» hemos aprobado 
una moción de apoyo al Sindicato de Trabajadores Árabes 
de Nazaret que piden la solidaridad del movimiento obrero 
internacional en su lucha por determinar la suerte que están 
corriendo los trabajadores palestinos en territorio israelí. 
Los compañeros han respondido inmediatamente agrade-
ciéndonos el apoyo.   

Mª Luisa Gadea Nebreda

https://www.nuevatribuna.es/articulo/sociedad/que-importa-libertad-conciencia/20221001113537203375.html
https://www.nuevatribuna.es/articulo/sociedad/que-importa-libertad-conciencia/20221001113537203375.html
https://www.nuevatribuna.es/opinion/teresa-galeote/educacion-concordatos-vaticano/20201226185107182700.html
https://www.nuevatribuna.es/opinion/teresa-galeote/educacion-concordatos-vaticano/20201226185107182700.html
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TRIBUNA LIBRE

II nformación Obrera busca, con el inter-
cambio de noticias, propuestas y opinio-

nes, ayudar a la lucha de los trabajadores en 
defensa de sus intereses y por la democracia 
frente a las instituciones del capital.

Ayudar a la unidad de trabajadores y pue-
blos contra la OTAN y el euro, contra la 
Unión Europea del tratado de Maastricht, 
contra la Monarquía. Por una solución demo-
crática: Cortes soberanas, derecho de auto-
determinación, unión de los pueblos en un 
marco republicano que libremente decidan.

Ayudar a los trabajadores a defender y re-
cuperar sus sindicatos como instrumento de 
sus intereses, basado en la democracia obre-
ra y plenamente independiente del Estado, 
patronal e instituciones internacionales del 
capital.

Ayudar a resolver la crisis de representa-
ción política de los trabajadores, necesita-
dos de instrumentos de acción política, de 
unidad. 

Entre sus redactores y colaboradores hay 
sindicalistas independientes, militantes del 
Partido Socialista, de Izquierda Unida, y mi-
litantes de la Cuarta Internacional. 

Como tribuna libre de la lucha de clases 
está abierta a contribuciones de militantes, 
grupos o corrientes del movimiento obrero 
en un terreno de clase o de defensa de la 
democracia.

Forma parte del Acuerdo Internacional de 
los Trabajadores, confluencia de grupos, par-
tidos, organizaciones y militantes obreros 
de orígenes diversos, comprometidos en la 
defensa de la clase obrera, de sus reivindi-
caciones y de la independencia de clase de 
sus organizaciones contra los planes de la 
Organización Mundial del Comercio, el FMI, 
el Banco Mundial, la OTAN y la UE.

 Xabier Arrizabalo, Isabel Cerdá, Manuel Cuso, Juan 
Miguel Fernández, José Gallego, Mikel González, Blas 

Ortega, Josep Antoni Pozo, Ángel Tubau.

Comité de Redacción

● Información Obrera, tribuna libre de la lucha 
de clases se responsabiliza únicamente de los 
editoriales, los comunicados o declaraciones del 
comité de redacción así como de las notas o 
artículos sin firma. Los artículos firmados indi-
vidualmente o por colectivos, son responsabili-
dad de sus autores y no tienen que coincidir 
necesariamente con la posición del comité de 
redacción.

C/ DESENGAÑO 12, 1º3A 28004 MADRID
91 522 23 56 TLF-FAX: 91 521 72 01

io@informacionobrera.org
www.informacionobrera.org

El PSOE, Sumar y las subcontrataciones: otra renuncia histórica
Las subcontrtaciones o externalizaciones consis-
ten en que una empresa traspasa a otra un pedido 
o servicio que a ella le habían encargado, por un 
precio, a menudo, inferior al que ella cobrará. Ahí 
radica el negocio.Y la clave de ese negocio dema-
siado a menudo estriba en la sobreexplotación de 
las trabajadoras y los trabajadores de la empresa 
subcontratada. ¿Cómo la segunda empresa puede 
hacer el encargo por un precio menor? No pocas 
veces gracias a que los convenios colectivos de 
aplicación y la práctica laboral de la empresa le 
permiten exprimir más los horarios, las jornadas, 
la exigencia o el trabajo en situaciones contrarias 
a los intereses de la salud de los empleados. 

A la vista de eso, desde hace años diversos 
partidos pedimos (1) que todas las condiciones de 
las personas trabajadoras de empresas subcontra-
tadas se equiparen a las de los trabajadores de la 
empresas principal y (2) que las tareas inherentes 
a la actividad propia de una empresa no puedan 

ser subcontratadas (en un restaurante, la cocina o 
los camareros; en un hotel, limpiar las habitacio-
nes…).

Así lo estipulaba, por ejemplo, el apartado 153 
del programa electoral de Unidas Podemos en las 
elecciones españolas de noviembre de 2019:

“Limitaremos la subcontratación a servicios 
especializados ajenos a la actividad principal de 
la empresa, de manera que los servicios propios 
de la empresa queden excluidos. Es decir, un ho-
tel no puede subcontratar la limpieza de las habi-
taciones y una empresa que presta servicios ma-
sivos no puede subcontratar su servicio de aten-
ción al cliente”.

Y así quedó recogido en el acuerdo 1.3 del 
programa de gobierno pactado por el PSOE y 
Unidas Podemos del mismo año

“Modificaremos el art. 42.1 del Estatuto de 
los Trabajadores sobre contratación y subcontra-
tación laboral a efectos de limitar la subcontrata-
ción a servicios especializados ajenos a la activi-
dad principal de la empresa”.

Así, aunque la Reforma Laboral de la ministra 
Díaz modificó aspectos relativos a las subcontra-
taciones (art. 42 y 84 del Estatuto de los 
Trabajadores), ni esta ni ninguna otra ley garan-
tizó la equiparación de las condiciones de trabajo 
de los trabajadores subcontratados con las de la 
principal ni, aún menos, estableció ninguna limi-
tación respecto al tipo de tareas o servicios que 
podían ser subcontratados y cuáles no.

De modo que el anterior Gobierno español 
incumplió de forma meridiana su acuerdo de go-

bierno y ahora Sumar ha renunciado a incluirlo 
siquiera en su programa electoral. Por ejemplo, 
las camareras de piso que limpian las habitaciones 
de hotel (las que se autollaman kellys), los traba-
jadores del sector de la manufactura o los de lo-
gística y transportes que, entre tantos otros, sufren 
un empeoramiento de las condiciones laborales 
fruto de las subcontrataciones, después del acuer-
do de gobierno que han publicado el PSOE y 
Sumar, ven un poco más lejos sus legítimas rei-
vindicaciones. Y es que una cosa son las palabras, 
los relatos y otra son las realidades. 

Por lo demás, en cambio, la propuesta de ERC 
sigue siendo clara:

“Equiparación real y efectiva de todas las con-
diciones laborales de las personas trabajadoras por 
medio de empresas subcontratadas con las de los 
de la empresa principal, incluyendo jornada, ho-
rarios, permisos, descansos, lugares de prestación 
de servicios, etc.

Prohibición de subcontratación de servicios 
inherentes a la actividad misma de la empresa, 
garantizando una pertenencia a la empresa prin-
cipal del núcleo productivo, incluido el supuesto 
de las camareras de piso en la limpieza de habi-
taciones de hotel”.

Así se encuentra recogido en la página 91 de 
su programa electoral, apartado “Precariedad o 
trabajo digno”. Y en ese sentido seguirá batallan-
do el Grupo Parlamentario Republicano.

Jordi Salvador Duch,
diputado del Grupo Republicano

en el Congreso por Tarragona

El nuevo Gobierno y las medidas de inmigración
Esta vez le toca al ministro Marlaska viajar a 
Senegal para comprar su colaboración impidien-
do que se organicen viajes en cayuco a las 
Canarias. El año pasado Sánchez llegó a un 
acuerdo con Marruecos para que cortase el paso 
de migrantes. En total, España tiene ya compra-
dos servicios de Senegal, Mauritania y otros 
países, para que no lleguen pateras ni cayucos a 
las playas españolas. 

Pero Europa tiene otros pactos. Sobre todo 
con Turquía, con Túnez, con Chipre, con mafias 
libias, con Egipto. Un gigantesco dispositivo que 
cubre todo el Mediterráneo y parte del Atlántico. 
Un gran cinturón, ¿para impedir la inmigración? 
La inmigración sigue, porque la empuja el ham-
bre. El objetivo de ese cinturón es organizar la 
inmigración “ilegal” en todos los países euro-
peos, un gigantesco negocio.

Declarar ilegales a inmigrantes permite la 
sobreexplotación, a precio de saldo, de millones 
y millones de trabajadores y trabajadoras, sobre 
todo jóvenes. Ese trabajo negro presiona los mer-
cados laborales de cada país, abarata el precio 
del conjunto de la mano de obra en toda Europa. 
Añádase a ello un negocio semejante en el Este, 
en relación con la mano de obra proveniente del 
Oriente Medio y el Asia Central. La inmigración 
ilegal, en Europa como en América, es una pieza 
central del funcionamiento del capitalismo mun-
dial. 

Así, en España, tirando muy por lo bajo hay 
quien habla de medio millón de trabajadoras y 
trabajadores que trabajan más horas de las lega-
les, en trabajos agotadores, con salarios tirados. 
Hay una campaña de presión por una regulari-
zación en este momento. Sus promotores argu-

mentan que hay 147.000 hijos de inmigrante que 
crecen y estudian como gente sin derechos.

La Ley de Extranjería ha sido una de las 
grandes obras de la Unión Europea, modificando 
los sistemas legales de todos los países. El otro 
día una asistenta social argumentaba que aquí 
hay sanidad universal, leyes universales… Es un 
engaño. La Ley de Seguridad Social dice, por 
ejemplo, que son beneficiarios de sus prestacio-
nes los cónyuges de los trabajadores afiliados a 
la Seguridad Social… “según las disposiciones 
legales”. Y esas disposiciones exigen que el cón-
yuge trabaje. Cuando estalló la pandemia, el 
Ministerio de Sanidad proclamó la cobertura 
universal…  para los que tuviesen cualquier tipo 
de seguro. Muchos ilegales, sin seguro, queda-
ban fuera, aunque luego los vacunaron para que 
no contaminasen a los demás… Nuestras leyes 
están minadas por la Ley de Extranjería.

El 4 de octubre los periódicos informaban de 
que se había resuelto una crisis de la UE sobre 
la migración. La crisis la había provocado la bis-
nieta política de Mussolini, Sra. Meloni, exigien-
do barreras más duras para los inmigrantes. La 
crisis se resolvió cuando Alemania y los demás 
países aceptaron ese endurecimiento. Cada nue-
va crisis, las medidas antiinmigración salen en-
durecidas. 

Ahora, cuando se ha firmado el pacto de 
Sumar con el PSOE, había diversas expectativas 
sobre que incluyese una regularización de inmi-
grantes, como las que ha habido otras veces, con 
gobiernos del PSOE o del PP. Los promotores 
de esa medida han reunido 700.000 firmas para 
que las Cortes lo consideren. Argumentan que 
con todas las normas europeas, el único resquicio 

que le queda a un gobierno para proteger a los 
inmigrantes es una regularización extraordinaria. 
Santa inocencia de esos compañeros motejados 
de izquierdistas: la regularización ilegal ocasio-
nal es la válvula de escape que permite que el 
sistema no se bloquee, siga funcionando. Esto 
no significa que no valoremos la buena fe de los 
promotores ni la ventaja para muchos miles de 
inmigrantes que representaría tal medida, no in-
cluida por ahora en el pacto de gobierno. 

La única medida que forma parte de los de-
rechos democráticos de los trabajadores es ile-
galizar la ilegalización de inmigrantes, pues to-
das las manos trabajadoras son igual, y los sin-
dicatos de clase no pueden aceptar ninguna di-
ferencia y no pueden aceptar que la mano de obra 
inmigrante se utilice como fuerza de presión 
para reducir los salarios. Gobierno Sánchez: los 
trabajadores nos merecemos que todo inmigran-
te sea legal.

Manuel Cusó

Los trabajadores de Navantia denuncian
la subcontratación de su trabajo (febrero 2023)

Calendario Republicano 2024Calendario Republicano 2024

Información ObreraInformación Obrera difunde como 
material de apoyo, un bonito calendario 
republicano para el año 2024.
Puedes pedirlo en nuestro correo: 
io@informacionobrera.org o a 
cualquiera de nuestros distribuidores.

¡Reserva tu ejemplar!¡Reserva tu ejemplar!
¡Apoya, lee y difunde la prensa obrera!¡Apoya, lee y difunde la prensa obrera!

Campaña de apoyo a Información Obrera
Como todos los años nuestros colaboradores se 
te acercan para venderte lotería de Navidad. 
Pedimos un pequeño donativo de 0,80 céntimos 
sobre una papeleta de 5€ como apoyo a nuestra 
prensa. Este donativo se destina a ampliar nues-
tra tirada, llegar a más lugares, mejorar nues-
tros medios técnicos, en pocas palabras, difundir 
más y mejor las noticias e iniciativas que afectan 
a la clase trabajadora. Para nuestro periódico 
tu colaboración es indispensable, ya que no re-
cibimos ni buscamos ningún apoyo o subvención 
que nos impidiera garantizar la independencia 
necesaria para ser fieles a nuestra clase. Ya sa-
bes nuestro lema ¡lee y difunde la prensa obre-
ra! Buena suerte.

LOTERÍA DE INFORMACIÓN OBRERA
Este es nuestro número este año.
Si quieres jugar con nosotros puedes solicitar lotería
a tu distribuidor habitual, por correo electrónico
a io@informacionobrera.org, o dirigiéndote a cualquiera
de nuestros locales.
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Alemania: extractos de la declaración de 16 diputados que se han ido de Die Linke

«Hemos  decidido dejar Die Linke y 
crear un nuevo partido. Una decisión 
que no ha sido fácil de tomar, ya que 
Die Linke ha sido nuestro hogar po-
lítico durante años, decenios incluso. 
(...) Si hubiera habido un camino me-
jor, con mucho gusto lo habríamos 
emprendido. Nos gustaría justificar 
nuestra decisión porque a muchos de 
vosotros os sentimos cercanos.   

Los conflictos de estos últimos 
años han influido en la trayectoria 
política de Die Linke. Siempre argu-
mentamos que las falsas prioridades 
y la falta de concentración en la jus-
ticia social y la paz diluían el perfil 
del partido. Nunca dejamos de recor-
dar que la focalización en los medios 

urbanos, jóvenes y activistas ahuyen-
ta a nuestros electores tradicionales. 
Intentamos en múltiples ocasiones 
detener el declive del partido modifi-
cando su orientación polí t ica. 
Nosotros no tuvimos éxito con ello, 
y al final él ha ido teniendo menos y 
menos éxito entre los electores. La 
historia de Die Linke desde las elec-
ciones europeas de 2019 es la historia 
de un fracaso político. Las direccio-
nes respectivas del partido y los res-
ponsables que las apoyan a nivel re-
gional estaban decididos a no discutir 
para nada este fracaso de manera 
crítica. No asumían la responsabili-
dad en ello y no sacaron las conse-
cuencias últimas. Por el contrario, se 

señalaba a los que eran críticos con 
la dirección del partido como culpa-
bles de los resultados y cada vez con 
más frecuencia expulsados. 

En este contexto, no vemos que 
haya espacio para nuestras posiciones 
en el partido. A modo de ejemplo, 
recordemos la «revuelta por la paz» 
de febrero de 2023. Se trataba de la 
mayor manifestación por la paz de los 
últimos 20 años. Decenas de miles de 
personas se concentraron ante la 
puerta de Brandeburgo.   

Aunque, y precisamente  porque 
más de la mitad de la población re-
chaza la trayectoria militar del 
Gobierno, el conjunto del establish-
ment político del país se opuso a esa 

manifestación e incluso la difamó. En 
lugar de apoyarnos en esta confron-
tación, la dirección del partido Die 
Linke se situó codo con codo con los 
otros partidos: reprochó a los promo-
tores de la manifestación el estar 
«abiertos a la derecha», facilitando la 
palabra clave de los reproches que se 
nos hicieron.

Los espacios políticos que nos 
quedan en el seno del partido han pa-
sado a ser tan pequeños que no pode-
mos avanzar erguidos.

Nuestra federaciones regionales 
nos han hecho saber que lo mismo les 
ha sucedido a  muchos miembros de 
Die Linke. También para ellos quere-
mos crear una nueva patria política 
con el nuevo partido. 

Lo hacemos por convicción, ya 
que un partido no es un fin en sí. Lo 
que nos motiva: Nos negamos a 
aceptar la evolución política. La po-
lítica socialmente desastrosa del 
Gobierno tricolor atenta contra los  
recursos y la calidad de vida de gran 
parte de la población. La política 
exterior alemana proporciona armas 
a las guerras en lugar de esforzarse 
por encontrar soluciones de paz. Los 
conflictos internacionales se intensi-
fican, la formación de bloques que 
se perfila es una amenaza para la paz 
mundial y comportará alteraciones 
económicas masivas. Paralelamente, 
cualquier oposición a esta evolución 
política se sanciona y se ridiculiza 
en el debate público cada vez más. 
Pero la democracia necesita de la 
diversidad de opiniones y debates 
ab ie r tos .  La  incapac idad  de l 

Gobierno de gestionar las crisis de 
nuestra época y el estrechamiento 
del pasillo de opinión aceptado han 
hecho crecer al AfD.

Muchas personas sencillamente 
ya no saben de qué otro modo articu-
lar su protesta. En esta situación, Die 
Linke ya no se presenta como una 
oposición claramente identificable, 
sino como un partido de «sí, pero...» 
apaciguado. Con esta orientación, ha 
caído por debajo del umbral de per-
cepción de la población. Actualmente, 
todo indica que ya no estará represen-
tado en el  próximo Bundestag, mien-
tras que el AfD se sitúa en más  del 
20 % en los sondeos. 

Tenemos la responsabilidad de 
librar de nuevo la batalla seriamente 
por la orientación de la política y por 
el futuro de nuestro país. Por eso,  
queremos levantar una nueva fuerza 
política, una voz democrática por la 
justicia social, la paz, la razón y la  
libertad (...).»

Sahra Wagenknecht,
Amira Mohamed Ali,

Christian Leye,
Lukas Schön,

Jonas Christopher Höpken, 
Fadime Asci,

Ali Al-Dailami,
Sevim Dagdelen,

John Lucas Dittrich,
Klaus Ernst,

Andrej Hunko,
Zaklin Nastic,
Amid Rabieh,
Jessica Tatti,

Alexander Ulrich,
Sabine Zimmermann.

Brasil: el Congreso de la CUT convoca marcha a Brasilia

1.- Nombre con el que se conocía a los burócratas del sindicalismo vertical  

La Central Única de Trabajadores 
(CUT), que cumplió 40 años el 28 de 
agosto, celebró su 14.º Congreso na-
cional entre el 19 y el 22 de octubre en 
São Paulo.

 Creada en 1983 a partir de una 
oleada de huelgas que chocaron con la 
estructura sindical oficial, la CUT se 
forjó en la lucha por las libertades de-
mocráticas contra la dictadura y su 
acción fue decisiva para socavar los 
cimientos del régimen militar. 

Durante muchos años, la CUT no 
sólo fue con diferencia la mayor cen-
tral sindical del país, sino también un 
referente en todas las luchas de clase, 
frente a los pelegos1 y sus aliados que 
formaban otras centrales. 

En los últimos años, especialmen-
te desde 2016 con el golpe institucio-
nal que derrocó a Dilma Roussef de la 
presidencia de la República y el pos-
terior encarcelamiento de Lula y elec-
ción de Bolsonaro en 2018, la CUT ha 
sido golpeada en su base por un cre-
ciente ataque a los derechos laborales, 
que ha llevado a la precarización de las 
relaciones laborales y a una caída de 
la tasa de sindicalización en el país, 
que pasó del 16,1 % en 2012 al 9,2 % 
en 2023. 

Con la llegada de la pandemia del 
Covid en 2020, las direcciones sindi-
cales se alejaron de sus bases, con una 
política de «quedarse en casa» y reu-
niones virtuales entre las direcciones 
en el llamado Foro de Centrales, va-
ciando las instancias de la propia CUT. 

En esta situación, tras diez meses 
de gobierno Lula, se ha realizado el 
14.º Congreso de la central, que ha 
reunido a cerca de 1.800 delegados de 
todo el país.

Un paso en falso antes de la apertura 
La apertura del Congreso tuvo lugar el 
19 por la tarde y estuvo precedida por 
un seminario internacional al que asis-

tieron unos 140 representantes sindi-
cales de 47 países. 

La posición de la CUT de «¡No a 
la guerra de Ucrania, ni Putin, ni 
OTAN!» causó impacto en el semina-
rio, así como la solidaridad con la lu-
cha del pueblo palestino, ante la nueva 
escalada del conflicto en Oriente 
Medio tras el ataque de Hamás y el 
bombardeo masivo de Israel contra la 
población de Gaza. 

Sin embargo, al día siguiente de 
que el Gobierno estadounidense vetara 
la resolución propuesta por Brasil en el 
Consejo de Seguridad de la ONU de 
crear un «corredor humanitario» en 
Gaza, se celebró una sesión paralela 
con representantes de los Gobiernos de 
Lula y Biden en una de las salas del 
Congreso, para presentar la declaración 
laboral anunciada por ellos en septiem-
bre, lo que causó un evidente malestar. 

El desarrollo del Congreso 
En la primera mesa, dedicada a discu-
tir la situación internacional y nacio-
nal, João Batista Gomes, miembro de 
la ejecutiva nacional de la central y del 
grupo «En defensa de la CUT indepen-
diente y de lucha» (CIL), repudió la 
presencia del representante del gobier-
no Biden en la mencionada sesión pa-
ralela, denunciando el papel de EE.UU. 
en el apoyo a la política de apartheid 
del Estado de Israel contra el pueblo 
palestino.

En el plenario tuvo lugar un emo-
tivo acto de solidaridad, al que asistió 
el presidente de la Federación Árabe 
Palestina de Brasil, con los asistentes 
levantando carteles en las que se leía 
«Palestina, ¡alto al genocidio ya!». 

Hubo también en el plenario del 
Congreso otro acto, esta vez en apoyo 
a las centrales sindicales de Argentina, 
que participan en la campaña contra 
el candidato ultraderechista Milei en 
su país. 

En las siguientes mesas se abordó 
la estrategia de la CUT para el próximo 
periodo. El principal punto de contro-
versia fue su participación en el Foro 
de las Centrales. Sindicalistas de la 
agrupación CIL y otros se pronuncia-
ron en contra de diluir a la CUT en un 
foro permanente con otras centrales 
sindicales con prácticas y principios 
diferentes. La unidad de acción es ne-
cesaria, dijeron, para luchar por reivin-
dicaciones concretas, pero nada justifi-
ca que una «instancia» suprema preten-
da dirigir todo el movimiento sindical. 

La mayoría de la dirección de la 
CUT, identificada como Articulação 
Sindical, se opuso a cualquier crítica 
al funcionamiento del Foro o a la ac-
tuación de la CUT en su seno, derro-
tando las enmiendas propuestas.

Marcha a Brasilia
(...) El gran desafío del Congreso era 
centralizar la lucha por las reivindica-
ciones de la clase trabajadora frente al 
Gobierno de Lula. Sí, porque se cele-
braba 10 meses después de la toma de 
posesión del nuevo Gobierno, un pe-
riodo en el que no había habido ningu-
na movilización de masas ni ninguna 
presión organizada por la CUT. Toda 
la energía de las cúpulas reunidas en 
el Foro de las Centrales se dirigió a la 
presión institucional por una «reforma 
sindical y de las relaciones laborales», 
que también depende de un consenso 
con las organizaciones patronales. 

Por eso fue fundamental que, en 
la mesa de discusión sobre el Plan de 
Luchas del domingo 22, último día 
del Congreso, se aprobara, por inicia-

tiva de la agrupación CIL, la propues-
ta de organizar una Marcha a Brasilia 
por las reivindicaciones de la clase 
trabajadora.

Entre las mociones aprobadas en 
la sesión final estaba la que exige la 
retirada de las tropas norteamericanas 
de Perú y la que condena el envío de 
fuerzas policiales extranjeras a Haití y 
aboga por una solución haitiana a la 
crisis del país hermano.

Ahora, desde los sindicatos de ba-
se, se trata de intervenir en las luchas 
en curso y preparar una gran marcha a 
la capital federal para hacer valer la 
voz de la clase trabajadora brasileña. 
¡Viva el 40 aniversario de la Central 
Única de Trabajadores!  

Julio Turra 

Varios de los firmantes de la declaracion por un nuevo partido en Alemania

Esta declaración ha sido publicada por Sevim Dagdelen en su Facebook
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El imperialismo es la guerra
contra los pueblos
Hace unos días el comandante en je-
fe del ejercito sionista, en una alocu-
ción a sus tropas, declaraba por tres 
veces «la comunidad internacional nos 
apoya». En efecto, es incomprensible 
la brutalidad genocida del Ejército is-
r ae l í  s i n  e l  apoyo  to t a l  de  l a 
Administración estadounidense (el 
Congreso norteamericano con 15 votos 
en contra del ala izquierda del Partido 
Demócrata ha votado la concesión de 
un ayuda militar urgente a Israel de 
14.000 millones  -al mismo tiempo que 
por el momento suspendía una nueva 
ayuda  a Ucrania-). Este apoyo total se 
complementa con la complicidad de 
los Gobiernos europeos, incluido el 
Gobierno Sánchez/Díaz, por más que 

este haga gestos de «equidistancia» o 
no se plantee prohibir las manifesta-
ciones de apoyo al pueblo palestino 
como hacen otros Gobiernos como el 
francés.

A los cientos de muertos diarios de 
soldados ucranianos y rusos, se suma 
estos días la masacre contra el pueblo 
palestino.

Recordemos que los Estados 
Unidos y las potencias europeas de la 
OTAN se han negado hasta  ahora a 
siquiera hablar de negociaciones de 
paz en Ucrania. Su única política ha 
sido aumentar la ayuda militar y mul-
tiplicar los presupuestos militares, me-
dida análoga a la de Putin después de 
la invasión de su ejército en febrero de 

2021. Este anuncia un aumento del 354 
% de su presupuesto militar y que to-
dos los beneficios de la venta del pe-
tróleo y el gas irán en esta vía. Zelenski 
corre de un país a otro para suplicar 
que no se le abandone. Cada día que 
pasa, para los pueblos de este país la 
guerra aparece cada vez más como al-
go extraño a sus intereses, lo que da 
lugar a que, a uno y otro lado, cientos 
de jóvenes se exilien, deserten o se 
opongan directamente a la guerra.

Y el mismo Zelenski es el primero 
en apoyar solemnemente la guerra ge-
nocida del ejército israelí.   

Buscan la solución final
Es un secreto a voces y que además 
está escrito. El plan de Netanyahu es 

expulsar a los palestinos de Gaza, de 
su tierra, y arrojarlos al desierto. Sin 
duda una nueva etapa cualitativa de la 
fundación del Estado de Israel en abril 
de 1948 y la expulsión de 720.000 
palestinos de sus tierras y sus pobla-
dos.

Y si detrás esta el imperialismo 
estadounidense, su interés aparece a 
las claras como en el 48. Israel no es 
más que un enclave de los intereses 
norteamericanos en la región contra 
los pueblos árabes, empezando por el 
palestino, tratándose  de una región 
estratégica a todos los niveles.

Si la flota norteamericana se ha 
desplegado en la región es precisa-
mente para proteger la impunidad del 
ejército israelí.

Y sin embargo, ante la  masacre, 
ante el verdadero genocidio en mar-
cha, nunca ha sido tan masiva la re-
sistencia de los trabajadores a nivel  
mundial, y en primer lugar del pueblo 
palestino. Difícilmente se puede decir 
que el Estado de Israel represente a 
los judíos del mundo. El mejor des-
mentido a ello reside en la moviliza-
ción de los jóvenes judíos de Nueva 
York ocupando la Estación Central.

Por ello no hay tarea más urgente 
que participar y ayudar  a la movili-
zación en apoyo al pueblo palestino, 
poniendo en evidencia y desenmasca-
rando la complicidad de nuestro 
Gobierno

Ángel Tubau
(4 de noviembre de 2023)

Estados Unidos: demócratas y republicanos votan juntos un apoyo incondicional a Israel

La elección del nuevo  presidente de 
la Cámara, Mike Johnson, ha evi-
denciado las profundas divisiones 
que atraviesan a los republicanos. 
Johnson ha obtenido el voto unáni-
me de los republicanos porque la 
situación no podía prolongarse más 
(cuatro candidatos ya habían tenido 
que tirar la toalla por su incapacidad 
para recoger el conjunto de los votos 
republicanos), y porque aparece co-
mo un puente entre los trumpistas y 
el aparato republicano: surgido de la 
extrema derecha tradicional del 
Partido Republicano, el Tea Party, es 
t ambién  un  apoyo  cons tan te  a 
Trump, desde su primera candidatu-
ra a la investidura republicana en 
2019 hasta el voto contra la certifi-
cación de la elección de Biden. Su 
programa se presenta como un pro-
grama de irreductible oposición a la 

administración Biden y a la minoría 
demócrata en la Cámara. Inme-
diatamente, los demócratas lo han 
denunciado como un representante 
de la extrema derecha.

Y sin embargo, la primera  vota-
ción que ha presidido ha sido casi 
unánime. La resolución votada pre-
cisa que «La Cámara se sitúa al lado 
de Israel en su defensa contra la gue-
rra bárbara iniciada por Hamás y 
otros grupos terroristas, reafirma el 
derecho de Israel a la autodefensa, 
[...] se mantiene dispuesta a ayudar 
a Israel con suministros de urgencia 
y cualquier otro apoyo militar, diplo-
mático o de servicios de informa-
ción». Pese a todas las oposiciones, 
reales y a la vez impostadas, entre 
los dos grandes partidos estadouni-
denses, siguen siendo dos partidos 
del imperialismo norteamericano, 

para el que la situación de Oriente 
Medio, y en especial de Palestina, es 
una cuestión de primer orden. 

Seis demócratas se han abstenido
y nueve han votado en contra 
Mientras que su deuda se dispara y, 
el pasado agosto, la agencia de cali-
ficación crediticia degradó su eva-
luación, Estados Unidos carece ya 
de los medios financieros para des-
empeñar el papel de gendarme del 
mundo, que se le atribuye desde la 
S e g u n d a  G u e r r a  M u n d i a l . 
Republicanos y demócratas intentan, 
sin duda con ritmos y prioridades 
diferentes, liberar a los Estados 
Unidos de los conflictos armados (la 
decisión de irse de Afganistán, por 
ejemplo, la tomó Obama y la llevó a 
cabo Trump) y reducir su apoyo fi-
nanciero a los países implicados. 
Pero al mismo tiempo no pueden 
permitirse abandonar los campos de 
batalla, y en especial los de Oriente 
Medio. Tal es el sentido de esta re-
solución bipartidaria.

 Un republicano libertario (miem-
bro de una corriente de extrema dere-
cha contraria a cualquier intervención 
del Estado, ni siquiera en materia de 
política exterior) ha votado en contra. 
Seis demócratas se han abstenido y 
nueve han votado en contra, en su ma-
yoría del ala izquierdista del grupo 
parlamentario. Ala en buena parte es-
tructurada por DSA (Socialistas 
Demócratas de América), el mayor 
partido estadounidense que se recla-
ma del socialismo. DSA ha adoptado 
una posición clara a favor de Palestina, 
negándose a calificar a Hamás de  te-
rrorista. Esto ha provocado una polé-
mica con varios de sus representantes: 
Alexandria Ocasio-Cortez, la más 
conocida de ellos, ha denunciado una 
manifestación pro-palestina a la que 
DSA convocaba; dos representantes 
han anunciado su abandono de DSA 
a causa de este posicionamiento (uno 
de ellos llegó incluso a votar por la 
resolución).

La presión por una unión nacional 
tras Israel está en un punto culminan-

te, y cualquier apoyo a la población 
palestina es inmediatamente atacado 
como antisemita o favorable al terro-
rismo. Sin embargo, hay miles de 
participantes en las manifestaciones a 
favor de Palestina. El viernes 27 de 
octubre, por ejemplo, se agrupaban en 
hora punta en la Estación Central de 
Nueva York, convocados por organi-
zaciones judías por la paz, cientos de 
manifestantes con camisetas en las 
que podía leerse «Los judíos quieren 
un alto el fuego ya» o «No en nuestro 
nombre». Según Associated Press, 
más de 200 de ellos fueron detenidos. 
La semana anterior,  eran detenidos 
300 manifestantes de las mismas or-
ganizaciones en Washington.

También el sindicato reciente-
mente fundado de Starbucks ha publi-
cado un tuit de apoyo a Palestina; 
inmediatamente, la cadena de cafés lo 
ha aprovechado para demandar al sin-
dicato e intentar negarle el  derecho a 
utilizar el nombre y el logo de la em-
presa.

Devan Sohier

28 de octubre: centenares de judíos se manifiestan en la Estación Central de New York
por el alto el fuego inmediato en Gaza 

Joe Biden visita Israel y sella con Benjamin Netanyahu un pacto criminal para arrasar Gaza

Londres, 28 de octubre, más de 150.000 manifestantes apoyando a Palestina.
También en París, Roma, Berlín, Madrid, Barcelona, etc., apoyo a nivel mundial
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